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El presente trabajo de investigación tiene como objetivo determinar como la 
revocatoria de autoridades, vulnera el debido proceso en la provincia de Arequipa 
en el año 2017. Trabajado bajo el tipo de investigación básica, con diseño de Teoría 
fundamentada, su escenario de estudio en la ciudad de Arequipa, se recurrió a 
revistas y demás doctrina sobre el tema, asimismo a la entidad del JNE para la 
obtención de los expedientes materia de análisis y demás especialistas en el tema, 
se utilizó la técnica de la entrevista y análisis de casos. Concluyendo que el debido 
proceso es un derecho respaldado por la Constitución Política del Perú, respetado 
en todas las vías por las cuales se realice una contraposición de derechos, el 
proceso de revocatoria debe mostrar simplicidad al estar dirigido para el uso de la 
ciudadanía pero que al analizar los expedientes recaudados demuestran que la 
autoridad a ser revocada no ostenta participación alguna, nos encontramos 
entonces, ante una vulneración del derecho al Debido Proceso, determinando que 
la inclusión de la notificación y derecho de defensa como parte del derecho al 
Debido Proceso mejoraría el desarrollo del proceso de Revocatoria. 
 






The present research work aims to determine how the revocation of authorities 
violates due process in the province of Arequipa in 2017. Worked under the type of 
basic research, with grounded theory design, its study scenario in the city In 
Arequipa, magazines and other doctrines on the subject were used, as well as the 
JNE entity to obtain the files on the subject of analysis and other specialists on the 
subject, the technique of interviewing and case analysis was used. Concluding that 
due process is a right supported by the Political Constitution of Peru, respected in 
all the ways in which a conflict of rights is carried out, the revocation process must 
show simplicity as it is directed for the use of the citizenry but at the same time 
Analyzing the records collected show that the authority to be revoked does not show 
any participation, we are then, faced with a violation of the right to Due Process, 
determining that the inclusion of notification and the right to defense as part of the 
right to Due Process would improve development of the Revocation process. 
 




La Constitución Política del Perú (1993), otorga a los ciudadanos diversos 
mecanismos para una participación ciudadana, dentro de ellos se encuentra el 
derecho de control hacia las autoridades elegidas para representar, basta con 
observar el Art. 2° inciso 17 de la mencionada norma, que dispone: “(…) Los 
ciudadanos tienen, conforme a ley, los derechos de elección, de remoción o 
revocación de autoridades, de iniciativa legislativa y de referéndum.” 
 
De la misma forma se puede observar en el art. 31° del Capítulo III de la 
Constitución Peruana, por la cual se dispone el derecho del ciudadano de poder 
participar en la revocatoria de autoridades. Entendiéndose a la revocatoria de 
autoridades como un derecho político fundamental y cuyo titular es el pueblo. 
 
La revocatoria es una institución de naturaleza jurídica, regulada en la Ley N° 
26300 (1994), que tiene como fundamento el principio de soberanía popular y que 
en mérito a él, los ciudadanos no son solo quienes eligen en los comicios, sino que 
además se vuelven en decisores respecto a si el elegido continua en el ejercicio del 
poder, el cual le fue conferido para la administración de la cosa pública. 
 
Es a través del derecho de participación y control político, que el ciudadano 
podrá constatar si existe un mal desarrollo de la actividad de las autoridades a 
revocar; es decir a que tenga concordancia la gestión desplegada por la autoridad 
con la propuesta presentada al momento de los comicios y con las expectativas de 
la población que lo eligió, tal como lo menciona Chávez (2017, p. 111). 
 
La Ley N° 30315 (2015), que modifica artículos de la Ley N° 26300, de los 
Derechos de Participación y Control Ciudadano, en su capítulo III, artículo 21° 
señala: “(…) La solicitud es presentada ante la Oficina Nacional de Procesos 
Electorales ONPE, debe estar fundamentada y no requiere ser probada (…)”; 
entendiéndose que debe el solicitante detallar las razones por los que impulsa la 








Sin embargo, como lo señala Chávez (2017), así como el sistema democrático 
otorga respaldo al ejercicio de los derechos políticos ciudadanos y otros de orden 
constitucional que se encuentran reconocidos; de igual forma es la misma 
democracia quien exige y requiere se tengan instituciones públicas sólidas y fuertes 
(p.115). Siendo necesario que no deje a la subjetividad la interrupción de un 
gobierno; y menos aún bajo un proceso que no esté guiado por las características 
de un debido proceso. 
 
El debido proceso es entendido como un derecho protegido de forma 
internacional; en tanto que, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre se garantiza que cualquier persona pueda hacer valer sus derechos, 
teniendo una participación de fácil y rápido acceso en el proceso e imponerse frente 
acciones que vulneren sus derechos. De otro lado, la Declaración Universal de 
Derechos Humanos protege las reglas igualitarias e imparciales. (Gils, 2017, p. 11) 
 
La revocatoria se convierte entonces en una institución no solo de carácter 
nacional, sino internacional. De importancia, debido al impacto político, económico 
y social que reviste en cada circunscripción; se habla entonces de un proceso 
revocatorio que sea ordenado y tenga principios constitucionales, en el cual la 
autoridad acusada pueda ejercer su derecho de defensa, realice sus descargos, 
exprese sus argumentos y tenga conocimiento desde el inicio del proceso; 
asegurando de esta forma que se convalide el debido proceso, arribando a una 
decisión justa y sincera que traiga beneficios, mas no genere inestabilidad en la 
gobernabilidad municipal. 
 
En la realidad se puede observar que la revocatoria viene siendo tomada por 
el titular del derecho muchas veces como una vindicta política. Siendo así que, 
según el diario EL BUHO (2020) los colectivos revocadores de Arequipa, se 
encuentran encabezados por autoridades que ya ostentaron el poder o empresarios 
que fueron perjudicados por la autoridad que se encuentra en la mira, entre ellos el 
empresario de transporte urbano Víctor Mendoza y el ex alcalde Yamel Romero. 
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Según diario EL BUHO (2020) “Cuando se permitió la adquisición de los kits 
de revocatoria, iniciaron las solicitudes. Al momento, se han presentado hasta 15 
solicitudes para adquirirlos. Entre las autoridades que están en la mira figuran el 
gobernador regional, alcaldes y regidores”. 
 
Es así que, la institución de revocatoria tiene su naturaleza, en ratificar o no 
bajo un fundamento subjetivo, la confianza otorgada a la autoridad en las urnas; 
resultando irracional que en la medida subjetiva la norma no requiera que los 
fundamentos por los que es solicitada no sean probados, y es más grave aún que 
no se le brinde la oportunidad a la autoridad elegida que pueda contradecir o realizar 
descargos de lo que se le acusa, siendo que en ocasiones tampoco se les notifica 
del inicio del proceso, como veremos más adelante en los expedientes de 
revocatoria ocurridos en Ocoña, Ayo y Tisco, en el departamento de Arequipa 
durante el año 2017. 
 
Se busca entonces una visión neutral, que el ciudadano evidencie 
responsabilidad al momento de elegir a sus autoridades y tener la misma 
responsabilidad al decidir que estas no concluyan su mandato; situación a la que no 
debería arribarse; debido a que no se puede olvidar que dentro de la democracia se 
tiene como principio, el permitir la conclusión del mandato de aquel que resultó 
vencedor en las urnas. 
 
La presente investigación encuentra su justificación en determinar como la 
revocatoria de autoridades, vulnera el debido proceso en la provincia de Arequipa, 
observando la necesidad de tener una participación activa de la autoridad sometida 
a revocación, otorgándole la oportunidad de poder ejercer el derecho al debido 
proceso; dando inicio con una correcta notificación, realizar sus argumentos de 
defensa y sus descargos; de esta manera poder detener la utilización de la 
institución de la revocatoria de una forma inadecuada, y que no esté orientada a 
cautelar intereses particulares de las personas que muchas veces impulsan este 
proceso. 
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Como relevancia social, fue relevante ya que uno de los motivos por los cuales 
se desarrolló el presente trabajo de investigación es para resguardar la aplicación 
del debido proceso, siendo que tanto la legislación, como la doctrina lo consideran 
como un derecho, aplicable a órganos jurisdiccionales, instituciones de carácter 
administrativo, e incluso entidades privadas de naturaleza corporativa (Guzmán, 
2001, p.341). Asimismo, para mejorar el proceso de revocatoria en busca de un 
proceso justo y con respeto a la constitución, con trato igualitario de las partes. 
 
La justificación metodológica, el presente trabajo permitirá el desarrollo de 
futuras investigaciones. Los métodos, técnicas e instrumentos utilizados, podrán ser 
cotejados y analizados en futuras investigaciones. 
 
El objetivo principal recae en determinar como la revocatoria de autoridades, 
vulnera el debido proceso en la provincia de Arequipa, 2017; mientras que los 
objetivos específicos son: Explicar el proceso para la Revocatoria de autoridades; 
Analizar la efectividad del mecanismo de revocatorio referente al Debido Proceso y 
Establecer una propuesta para incluir una etapa de notificación y defensa a de la 
autoridad en el proceso de Revocatoria. 
 
La interrogante planteada como el problema principal es ¿Por qué la 
Revocatoria de autoridades, vulnera el Debido Proceso en la provincia de Arequipa 
2017?, será resuelta con el desarrollo del objetivo principal en la presente 
investigación.
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II. MARCO TEÓRICO 
 
La revocatoria de mandato ha sido materia de investigación desde hace 
muchos años y actualmente lo sigue siendo, debido a la necesidad de mejorar esta 
institución para que existan mayores requisitos y participación de todas las partes 
del proceso. En el ámbito nacional encontramos a Epquin (2013), en su trabajo 
titulado: “La Revocatoria, mecanismo de control ciudadano que vulnera el debido 
procedimiento, Derecho de defensa e igualdad de las autoridades” de la Universidad 
Cesar Vallejo, que enfatiza la necesidad que existe de incorporar una etapa donde 
la autoridad tenga participación en el proceso. 
 
Asimismo, Espinoza (2015), en su trabajo titulado: “Análisis de la reforma 
legislativa del tratamiento de revocatoria del mandato, vacancia y suspensión de 
autoridades regionales y municipales en el Perú” de la Universidad Andina Néstor 
Cáceres Velásquez. Expresa la falta de modificación en el proceso de revocatoria, 
en busca de garantizar que se siga el debido proceso y evitar nuevos procesos 
electorales, en busca de bases claras. 
En el artículo titulado: «Pueblo chico, infierno grande»: determinantes de la 
revocatoria de mandato a alcaldes distritales peruanos, de la Revista de Ciencia 
Política y Gobierno. Expresando las determinantes que encaminan al Perú como el 
país con más revocatorias en Latinoamérica y como se está encaminando tras las 
últimas reformas. Alva (2019) 
De igual forma, siendo la figura de la revocatoria de mandato de ámbito 
internacional. Es que hemos encontrado investigaciones como las de Eberhardt 
(2019), en su trabajo titulado “Revocatoria de mandato en Perú: diseño institucional 
y resultados de su aplicación, en la Revista Derecho del Estado”. La que expresa 
legislaciones que buscan moderar los requisitos para un efectivo ejercicio de 
derecho de control ciudadano, buscar la estabilidad del gobernante. Muchas veces 
desnaturalizando el fin del proceso. 
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Unaucho (2012), en su trabajo titulado “Estudio social y jurídico de la 
revocatoria al mandato de las personas electas por votación popular”. De la 
Universidad Técnica de Cotopaxi. En la cual encontramos un ejercicio bajo derecho 
de debido proceso y la individualidad frente a otros procesos de control ciudadano. 
 
En el trabajo titulado “Revocatoria de mandato”. De la Universidad de Santiago 
de Cali. El cual busca descubrir las falencias y vacíos que guardan los mecanismos 
de participación ciudadana, especialmente al mecanismo de Revocatoria. Parra 
(2016) 
 
El termino revocar, tiene origen latín en el término “revocare”, acto propio de 
rectificar una voluntad. Según el Diccionario hispánico universal, la palabra 
revocación tiene origen latín en el término “revocatio”, siendo la acción o efecto de 
revocar (Chávez, 2017, p. 111). 
La Constitución Política reconoce al proceso de revocatoria como un derecho 
de importancia, una institución política regulada en el articulado número 2 inciso 17, 
precisando que a los ciudadanos se les confiere por ley, el derecho de elegir, 
remover y revocar autoridades, mediante referéndum o iniciativa legislativa. 
Asimismo, la Ley N° 30315 (2015) modificadora de la ley N° 26300, define la 
institución de revocatoria como un derecho de todos, para excluir del cargo a 
determinadas autoridades. 
El proceso de revocatoria es parte de lo que según Nárdiz (2014), sería la 
democracia participativa entendida como el grupo de mecanismos legales, que 
mediante su ejercicio e incorporación demanda una mejora por parte del gobierno. 
(p. 185) 
Eberhardt (2007), la revocatoria de mandato permite dar control a la población 
para destituir del cargo a alguna autoridad dentro de su tiempo de gobierno. Habilita 
a los electores insatisfechos para exigir elecciones especiales en las que logren 
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destituir a una determinada autoridad. La revocatoria ha sido integrada a las 
legislaturas latinas, en más grande medida a partir de finales de los años ochenta, 
con el fin de contrarrestar las desilusiones políticas, que genera el gobierno. (p.107) 
Tuesta (2014) La revocatoria es un instrumento de participación especial, el 
ejercicio de este da a conocer un problema y por ende en lugar de reforzar la 
democracia funciona como un salvavidas, ante el mal ejercicio de su representante. 
(p.32) 
Para Serrafero y Eberhardt (2017), instituye un instrumento “reactivo”, ya que 
por un lado está el accionar de la ciudadanía y por otro la acción del mandatario. Es 
así que el hacer o no hacer será evaluado por la ciudadanía, concluyendo en la 
motivación de buscar un término anticipado de su gestión. (p. 514) 
Según Quesada (1993, p.185) La revocatoria puede dividirse en directa, 
indirecta, individual y general. Es directa cuando el pueblo en conjunto decide retirar 
del cargo a la autoridad, al momento que lo decida. Sera indirecta cuando un 
segmento de la población propone a quien corresponda una moción para convocar 
a votación para reemplazar los cargos que ya están ocupados por la autoridad 
correspondiente. Una revocación es individual cuando se pretende retirar del cargo 
a solo una autoridad. Es colectivo cuando el pueblo promueve la revocación de 
algunas de sus autoridades. 
Los requisitos para iniciar un proceso de revocatoria los encontramos en La 
Ley N° 26300 (1994) y leyes propias del JNE y ONPE. Para iniciar un proceso de 
revocatoria, el promotor solicita el formato de listas de adherentes en las oficinas de 
la ONPE. Luego deberá reunir el número necesario de rubricas, no inferior al 25% 
de electores, llegando a 400.000 y presentarlas ante la RENIEC para su revisión. 
Luego se presenta ante la ONPE con el resultado de la revisión. Asimismo, se 
presentará la solicitud a calificar, debidamente fundamenta e individualizando a la 
autoridad que plantea revocar. 
Para luego ser enviada mediante la ONPE al JNE, recibida la documentación 
necesaria y positiva, el JNE emitirá una resolución que convoque al proceso de 
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control, se deberá llevar a cabo en un plazo de 90 días desde el momento en que 
se presentó de manera formal la solicitud. Así también podrá fijar distintos procesos 
en una misma fecha. 
Según Bustamante (2013), debe ser así debido a que la revocatoria es un 
instrumento para el control político, no jurídico o judicial. Siendo que se basa en la 
valorización por parte del pueblo a la gestión de la autoridad y no a la realización de 
un delito. (p. 92) 
Sobre la solicitud, Eberhardt (2019, p.327) nos dice que es razonable que si al 
momento de emitir su voto, al ciudadano no se le exige que pruebe o fundamente 
su voto, por qué debería ser diferente para revocar a la autoridad que le desagrade. 
Tuesta (2014, p. 51) de forma contraria para algunos, no solo se necesita una 
declaración, sino que debe estar acompañada de una debida fundamentación con 
respaldo probatorio. Obligando a la autoridad electoral a calificar la solicitud. 
Las últimas modificatorias realizadas por la Ley N° 30315 (2015) a la Ley de 
participación y control ciudadano. Indican necesaria la votación de la mitad más uno 
para conseguir la revocatoria y la asistencia de por lo menos el 50% de electores 
hábiles. De igual forma en el articulado 24°, se indica que el JNE será el encargado 
de decir quien remplazaría a las autoridades revocadas. Para cada autoridad habrá 
un remplazante, quien será el siguiente en cargo o en casos el accesitario. El 
articulado 25° confirma ya plasmado en 1994 respecto al llamado de elecciones en 
caso más de un tercio de miembros del gobierno es revocado. 
Al observar el procedimiento de revocatoria, encontramos que no involucra a 
la autoridad acusada, quitando toda posibilidad de argumentar a su favor, frente a 
la fundamentación no probada del grupo que impulsa el proceso. La no participación 
de la autoridad, evidencia la vulneración de la que estamos investigando, de la mano 
con el derecho de defensa y todos los demás derechos protegidos por la 
constitución respecto al debido proceso, iniciando esta desde su notificación. 
Para continuar con la investigación, es necesario observar la legislación 
respecto a la revocatoria de mandato en Latinoamérica y como se realiza el proceso. 
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Entre los primeros países en legislar sobre el tema, encontramos a Colombia. En 
su carta magna, recoge el mecanismo de revocatoria del mandato. Eberhardt (2018, 
p. 458) 
Eberhardt (2018) La Ley No. 134 (1994) en Colombia es la que establece los 
requisitos para el proceso de revocatoria. En primer lugar, la solicitud deberá ser 
presentada desde el segundo año. Se presentará ante la Registraduría Nacional 
suscrita por electores del proceso que llevo a la autoridad al mandato, no menor al 
40% de votos válidos. (p. 459-460) 
 
La Registraduría estará encargada de verificar en un plazo de 30 días, que los 
suscriptores cumplan con los requisitos. Reunidos los requisitos, el registrador 
nacional coordina para la publicación y realización de la convocatoria. Es importante 
destacar que la revocatoria solo aplica para gobernadores y alcaldes, todos los 
porcentajes serán respecto a electores válidos. Eberhardt (2018, p. 460-462) 
 
Las solicitudes irán en un registro, cursando notificación hacia la autoridad 
afectada y a la ciudadanía, mediante medio idóneo. Las causas por las que los 
ciudadanos pueden revocar a la autoridad son por falta de satisfacción de la 
ciudadanía o no realizar su plan de gobierno. Eberhardt (2018, p. 463) 
 
Venezuela, es otro de los países que presenta en su legislación la revocatoria. 
El exmandatario Hugo Chávez la incluyo en la carta magna del país en 1999, 
mediante una campaña política a su favor, planteando poder usar el mecanismo 
hacia presidentes. Eberhardt (2004, p. 63) 
 
Eberhardt (2004) Así es que, según la norma en mención en el párrafo anterior, 
el mecanismo se podrá plantear después de la mitad de gobierno y con por lo menos 
el 20% de participación, se realiza mediante referendo popular y los votos que estén 
a favor de la revocatoria deberán ser igual o mayores a los que eligieron a la 
autoridad, teniendo la concurrencia del 25% o más de electores. (p. 70) 
 
Al respecto de la solicitud, esta no se probará ni justificará. Entre los 
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argumentos presentados encontramos el incumplimiento del programa de gobierno, 
insatisfacción o descontento popular. Eberhardt (2004, p. 72) 
 
La legislación ecuatoriana, contiene un proceso más extenso y con 
participación activa de la autoridad a revocar. Esta Constitución también fue 
fundadora en la materia. Brindo este derecho para aplicarlos hacia alcaldes, 
prefectos y diputados, cuando incurran en actos corruptos o fallar en cumplir su plan 
de trabajo. Eberhardt, M. (2018, p.185) 
 
En el año 2011, fue cuando inicio la aplicación de este mecanismo. La ley 
Orgánica de Participación Ciudadana (s/n) regulo los motivos por los que se podía 
revocar, entre ellas la no realización de plan de trabajo, contravenir disposiciones 
legales, incumplir funciones u obligaciones de ley. 
 
El procedimiento como en muchos casos inicia con la presentación de la 
solicitud, para ello se solicita el formato al Consejo Nacional Electoral o delegación 
local; adjuntando una impresión de su documento de identificación, papeleta de 
votación. Ello para corroborar la participación en elecciones anteriores. De igual 
forma se fundamenta las causas y prueba con los medios necesarios. La entidad 
notifica la solicitud con anexos a la autoridad sometida a revocación. Esta tiene un 
plazo de 7 días para hacer uso de su derecho de defensa e impugnar, adjuntando 
medios probatorios que desacrediten la solicitud. 
 
La entidad dentro de 15 días calificará la solicitud, de proceder, se entregará 
a los promotores el formato de recolección de firmas. Se presentará las firmas 
necesarias, debiendo ser equitativo al registro de votación del proceso anterior. 
Dentro de los 15 días se calificará las firmas. 
 
Concluidas esas etapas, se eleva al Pleno del CNE para que resuelva como 
corresponde en un término de 15 días. De aprobarse el proceso se efectuará entre 
los 60 días siguientes. 
 
A través del estudio de las diversas legislaciones sobre la institución de la 
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revocatoria, podemos concluir que los diseños institucionales de revocatoria son 
diferentes para cada país, de acuerdo al nivel que sus requisitos hacen más sencillo 
o complican el retiro de una autoridad. Muchas buscan un control popular correcto, 
regulando sus disposiciones, en tanto que otros prevalecen la gobernabilidad del 
funcionario, aunque según varios especialistas modifiquen el fin del mecanismo. 
 
Para Welp y Serdült (2012), el modelo que adopta cada país es distinto, con 
similitud respecto al periodo de pedido del proceso y el porcentaje de firmas para el 
inicio del proceso. Hay una amplia diferencia con respecto al número de firmas 
solicitadas y las instituciones que llevan el proceso. (p. 181) 
 
Sobre la legislación peruana y el tema de investigación Zavala (2020) en la 
Conferencia “La revocatoria de autoridades locales” presentada por el Instituto de 
Derecho público, indica que existe un derecho de participación política y lo 
encontramos también en la autoridad elegida, en ese sentido se debe garantizar la 
tutela del derecho participación de ambas partes por igual y respetando la legalidad 
del proceso de revocatoria. Por lo que se debería modificar la legislación peruana, 
a una parecida a la de ecuador. 
 
Siendo así, se piensa en un procedimiento igualitario entre ciudadanía y 
autoridad, otorgando una línea garantista para que ambas partes sientan que sus 
derechos son tutelados, dando legalidad al proceso mediante el respeto del debido 
proceso, tutelado por la Constitución Peruana. Buscando una participación activa 
de la autoridad que se busca revocar, iniciando desde su notificación hasta el final 
del proceso. 
 
El debido proceso ha sida materia de investigación en diferentes aspectos, 
dentro las investigaciones internacionales que se tiene como antecedente es la 
desarrollada por Cepeda, C. (2014). La aplicabilidad del debido proceso en la 
legislación ecuatoriana. 
 
La investigación tiene como finalidad explicar que el debido proceso constituye 
un derecho fundamental que debe ser de obligatorio cumplimiento, en la lucha por 
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la defensa de los derechos de los ciudadanos, a la vez explica que la falta de 
aplicación de las reglas del debido proceso o las garantías que constituyen, debe 
ser sancionado, se resalta la aportación donde señala que los Estados están 
obligados al amparo del derecho constitucional, garantizando el debido proceso en 
toda circunstancia y a toda persona, independientemente de la materia de la que se 
trata, sea civil, laboral, administrativo, penal, y demás. 
 
De igual forma se tienen referencias de investigaciones nacionales que son 
tomadas como antecedentes, se tiene entonces las desarrolladas por: 
 
Salas, M. (2018). La universalización del debido proceso en todas las 
instancias del estado como expresión de desarrollo del estado constitucional de 
derecho. 
 
El propósito de la tesis fue mostrar la necesidad de la aplicación del debido 
proceso a todos los ámbitos administrativos, incluso en los de carácter privado; 
teniendo en consideración por su puesto las adaptaciones y variaciones de cada 
caso, todo ello como una exigencia al desarrollo del Estado Constitucional de 
Derecho; una de las conclusiones más resaltantes que se encuentra, explica que el 
debido proceso tradicionalmente se ha venido desarrollando en el ámbito judicial, 
sin embargo; en los últimos años se ha visto que ha venido adquiriendo importancia 
en los procedimientos ante organismos e instancias del Estado, es así que empezó 
a llamársele “debido procedimiento”. 
 
Carpena, I. y Lucas, M. (2017). El derecho al debido proceso y su aplicación 
en los procesos penales en el distrito judicial de junin-2016. 
 
El propósito de esta investigación es mostrar al debido proceso como pilar 
fundamental en el sistema jurídico, siendo un principio por el cual el Estado debe 
respetar los derechos de la persona de acuerdo a lo establecido en las leyes, por el 
cual las personas tienen derechos a ciertas garantías jurídico procesales mínimas 
que aseguren un resultado justo y equitativo en el proceso, siendo una de las 
conclusiones más importantes aquella donde resalta que el respeto a las etapas del 
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proceso, garantiza el cumplimiento del eje central del debido proceso que son las 
garantías constitucionales. 
 
Prosiguiendo el desarrollo de la investigación, respecto del debido proceso es 
necesario señalar que su origen proviene de la historia inglesa, tal como lo explica 
Ferrer (2015), quien menciona: “Surge como protección contra los abusos 
cometidos por el Rey Juan Sin Tierra, quien toleró que un grupo de barones, obispos 
y ciudadanos reclamaran derechos feudales, entre ellos el del debido proceso” (p. 
156). 
 
Richardson (2008) indica que el origen del Debido Proceso se da en la Carta 
Magna del Reino Unido en 1225, siendo en la mencionada donde se impusieron 
límites a los poderes que podía ejercer el monarca (p. 680). 
 
En ese mismo orden Rosales (2020) señala que el debido proceso fue 
reconocido en América mediante la quinta y décimo cuarta enmienda de la Carta 
Magna de los Estados Unidos, por el cual se establece el derecho de todos los 
ciudadanos a tener un correcto proceso judicial con debido proceso (p. 849). 
 
La internacionalización del derecho al debido proceso, se da con la creación 
de los instrumentos internacionales trascendentales y más importantes reconocidos 
por la historia, como lo manifiesta Ferrer (2015), quien señala a la Declaración 
América de los Derechos y Deberes del Hombre como una garantía de precedente 
internacional (p. 158). 
 
En el Perú el derecho al debido proceso se encuentra contemplado en la 
Constitución Política del Perú en su artículo 139, inciso 3; donde se expone que 
ninguna persona puede ser procesada fuera de la jurisdicción o procedimiento que 
se encuentran ya establecidos. 
 
Chapman y Mcconnell (2012) explican que el significado del debido proceso 
ha venido evolucionando a través de cientos de años, refiriéndose a la garantía de 
juicio legal en un caso realizado por un tribunal autorizado y de conformidad a la ley 
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establecida (p. 1679) 
 
Agudelo (2005), por su parte conceptualiza al debido proceso como un 
complejo derecho fundamental que contiene en sí mismo diferentes garantías, 
tratándose de una institución aunada a la Constitución, por la cual los sujetos que 
buscan amparo de sus derechos se apegan a la misma (p. 90). 
 
Martinot (2016), indica que el debido proceso significa otorgarle a la persona 
que se encuentra en un proceso de ser privada de su vida, libertad o propiedad, la 
capacidad de poder defenderse en las mismas circunstancias que la parte que hace 
la acusación (p. 81). 
 
Por su parte, Guzmán (2001) señala al debido proceso es definido como una 
agrupación de indispensables garantías que debe contener un proceso para que 
sea considerado como justo (p.340). Mientras que para Rodríguez (s.f.) el debido 
proceso tiene una estrecha relación con la dignidad humana, indicando que lo 
buscado es comprobar que existió una correcta aplicación de las normas que 
respeten la dignidad en cualquier proceso conforme a lo preestablecido (p. 1296). 
 
Para Hidalgo (2017), el concepto de debido proceso no varía mucho de lo 
expuesto por Rodríguez, señalando que en el debido proceso el Estado es quien 
respeta todos los derechos que se le reconoce al individuo a través de las leyes, 
otorgándose las garantías suficientes y mínimas para que el resultado del proceso 
sea justo y equitativo (p. 102). Asimismo, Terrazos (2004) señala la definición 
otorgada por Bernardis, quien describe al debido proceso como una de las múltiples 
formas, destacando que es la más civilizada; por la cual la humanidad ha procurado 
resolver sus contraposiciones (p. 162). 
 
Rosales (2020) indica por su parte, que el debido proceso es una herramienta 
constitucional que analiza la labor realizada por el funcionario, mientras que por otro 
lado es un instrumento orientado a corregir la acción u omisión, en la cual no se 
observó o respeto un derecho (p. 849). Por otro lado, Landa (2002) desarrolla al 
debido proceso en un derecho que se divide en dos parte; muestra al debido
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proceso sustantivo como aquel que protege de las leyes contrarias a los ciudadanos 
cuando se vulneran derechos fundamentales; y al debido proceso adjetivo como el 
conjunto de garantías procesales que protectoras de derechos fundamentales 
(p.448). 
 
Fuera de la connotación que se le pueda dar al debido proceso, es necesario 
resaltar que es necesario e imprescindible el cumplimiento del debido proceso, pues 
no solo se encuentra contenido en las cartas magnas de diferentes países; sino que 
se encuentra en normativas internacionales con la finalidad de brindar protección a 
las personas en cada proceso judicial o administrativo (Sánchez, 2020, p.47) 
 
La naturaleza del debido proceso es explicada por Rosales (2020), 
mencionando que, es una herramienta del justiciable, mediante el cual se puede 
revisar el actuar de la autoridad, con la finalidad de valorar si se procedió de acuerdo 
a la norma (p.850) 
 
En ese sentido, Agudelo (2005), expresa que el debido proceso se trata de un 
surtidor de normas claves para asegurar un derecho justo, pues su dimensión 
institucional tiene como base la exigencia de procedimientos democráticos que 
aseguren el respeto de la norma. 
 
Por su parte, Terrazos (2004) despliega al debido proceso en una doble 
manifestación al explicar que se encuentra una manifestación procesal o formal y 
una manifestación sustancial o sustantiva, que se hallan completamente 
relacionadas (p. 162). 
 
Entonces se tiene al proceso en la manifestación formal, donde se observa las 
formalidades y pautas requeridas para garantizar que las partes realicen un correcto 
ejercicio de sus derechos, acorde a lo preestablecido; permitiendo el acceso a un 
proceso o procedimiento regular (Terrazos, 2004, p. 163). 
 
Mientras que Ruocco (2013), indica que el debido proceso formal no es más 
que el conjunto de garantías que protegen el “rito legal” del procedimiento, es decir 
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los derechos que son esenciales para que un proceso sea valorado como justo (p. 
5). 
 
De igual forma se tiene al proceso en su manifestación sustancial, mediante la 
cual se exige que los actos realizados por las autoridades, sean administrativos, 
judiciales, e incluso normas jurídicas; sean justas, razonables y respetuosas de los 
derechos consagrados en la carta magna, así como los bienes jurídicos que son 
constitucionalmente protegidos (Terrazos, 2004, p. 163). 
 
Concuerda entonces con lo explicado por Landa (2002), quien refiere que el 
debido proceso sustantivo alude a que las sentencias, resoluciones judiciales 
emanados de la autoridad sean valiosas en sí mismas, es decir, sean razonables; 
mientras que por otro lado el debido proceso adjetivo se refiere a los recaudos 
formales que deben ser cumplidos, así como los de trámite y de procedimiento (p. 
448). 
 
Por su parte Ruocco (2013), citando a Risso señala que el debido proceso 
material o sustantivo es aquel por el cual se asocia al proceso con la sustancia, 
relacionándose con la racionalidad de las leyes y las decisiones (p.5). 
El debido proceso como institución jurídica está compuesta por una serie de 
principios, dentro de los cuales se tiene: 
 
El principio de Exclusividad y Obligatoriedad de la función jurisdiccional que, 
como lo explica Roca (2002) es la facultad que tiene el estado de poder resolver 
conflictos de interés, función que es ejercida por sus órganos competentes; agrega 
además que mediante este principio todo sujeto debe ser emplazado válidamente 
por la autoridad para que el proceso sea realizado contra él (p. 185). 
 
Se encuentra también el principio de Independencia de los Órganos 
Jurisdiccionales, que según lo desarrollado por Roca (2002), no es más que la 
facultad del juez para poder decidir sin que su actividad se vea afectada por algún 
tipo de poder o elemento externo que pueda distorsionar, coactar o persuadir su 
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decisión (p. 185). 
 
Al igual que el principio desarrollado, se puede ver el principio de 
Imparcialidad, mismo que es desarrollado por Agudelo (2005) como la ajenidad que 
tiene el juzgador respecto de los intereses de las partes en la causa, no debiendo 
tener interés en la solución de la controversia (p. 94). Por su parte, Roca (2002), 
señala que el principio de imparcialidad resalta la necesidad de la inexistencia del 
interés para la aplicación de justicia, la cual debe primar en el juzgador (p. 186). 
 
Otro principio importante es el de la Publicidad procesal, que se puede decir 
es una de las principales garantías que brinda la el derecho procesal, debido a que 
el proceso protege un interés público, por lo que cualquiera que se encuentre 
interesado puede conocerlo (Roca, 2002, p.186). 
 
Pero uno de los principios que a la presente investigación le interesa 
desarrollar es el derecho procesal de la contradicción; mismo que puede ser 
encontrado como derecho fundamental en la Constitución Política del Perú. 
 
Rodríguez (s.f.) respecto de la oportunidad que tiene la parte a ejercer su 
defensa explica; que el derecho al debido proceso tiene fundamento en los pilares 
de audiencia previa y de igualdad para todas las partes procesales; para que 
puedan ejercer de manera idéntica su derecho a defensa (p. 1306). 
 
Roca (2002) por su parte, desarrolla al derecho de contradicción como 
principio de bilateralidad, mediante el cual las partes deben tener absoluto y pleno 
conocimiento los actos que son realizados por cada una; agrega además que cada 
acto debe realizarse con conocimiento anticipado del acto procesal que realizó la 
parte contraria (p. 186). Mientras que Agudelo (2002) agrega que la bilateralidad 
implica la participación de los sujetos en formas idénticas de manera que puedan 
ejercer los derechos que le permitan defenderse, a través del correspondiente 
debate procesal (p. 97). 
 
Obando, Ramírez y Vergara (2020), citando a lo expresado por la honorable 
18  
Corte Constitucional de Colombia en la sentencia C-341 del año 2014 explica que 
dentro de los elementos del debido proceso se encuentra el derecho a la defensa, 
por la cual se puede hacer uso de todos los medios legítimos y favorables a fin de 
ser oído y obtener una decisión favorable (p. 153). 
 
Para Salas (2013), el derecho de defensa es aquel por el cual se hace empleo 
de los medios adecuados y legitimados, incluyéndose el otorgar los tiempos 
necesarios para la preparación de una adecuada defensa, de igualdad ante la ley y 
la asesoría de un abogado, así como a la lealtad de las partes que intervienen en el 
proceso (p. 108). 
 
El Tribunal Constitucional (2007), en la sentencia recaída en el Expediente N° 
5085-2006-PA/TC, señala que el derecho de defensa es un derecho fundamental 
cuya naturaleza es procesal y conforma el derecho al debido proceso, la no 
aplicación del primero, no garantiza el cumplimiento del debido proceso (párr. 5). 
 
De igual forma, Terrazos (2004) señala lo que expresa Chichizola respecto al 
derecho de ser oído, quien menciona a este principio como el reconocimiento de 
una garantía procesal aunada a la libertas de tener la oportunidad de defenderse, 
ser oído, todo ello en conformidad a las normas establecidas por la ley y ante un 
tribunal con jurisdicción (p.161). 
 
La Sentencia del Expediente N°3997-2005-PC/TC, el Tribunal Constitucional 
explica que el Derecho de Defensa contemplado en el artículo 139 de la 
Constitución Política garantiza a toda persona sea natural o jurídica, que se 
encuentre en un proceso jurisdiccional o de cualquier materia que no caiga por 
motivo alguno en estado de indefensión; siendo la situación de indefensión aquella 
que se presenta cuando no puede el justiciable hacer los descargos frente a las 
pretensiones de la otra parte (…)(párr.. 8). 
 
Prosiguiendo la investigación se observa la aplicación del debido proceso en 
diferentes ámbitos jurisdiccionales e incluso en procesos de carácter privado, Díaz 
(2020), explica que deberá hablarse de debido proceso cuando exista controversia 
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sobre los derechos de cualquier persona, señalando que el espacio de aplicación 
de este derecho será naturalmente donde se encuentre este tipo de discusión 
(párr.1) 
 
Landa (2002) citando a Saenz, explica que el debido proceso como derecho 
fundamental es recusable frente a los poderes del estado e incluso a personas 
jurídicas, pudiendo decirse que el debido proceso conocido originalmente en el 
ámbito judicial, se ha venido expandiendo a diferentes procesos como el 
administrativo, en entidades civiles, militares y estatales; de igual forma en el 
parlamento como proceso parlamentario y en instituciones privadas (p. 449). 
 
Por su parte Ferrer (2015) citando a Quispe indica la posibilidad de aplicar el 
debido proceso en diferentes materias procesales, pues es necesario para que sea 
justo y legitimo proceso; sin importancia de que tipo de proceso se trate, ello en 
observancia a que los errores, arbitrariedades u omisiones se cometen en todo tipo 
de litigio por quien está facultado de emitir justicia (p. 162). 
 
En la Sentencia del Expediente N° 6648-2006-PHC/TC (Tribunal 
Constitucional 2007), el mayor intérprete de la Carta Magna explica que el debido 
proceso como derecho constitucional reconoce al derecho de defensa como aquel 
que garantiza a aquel que recurre al órgano jurisdiccional la protección de sus 
derechos y obligaciones independientemente de la naturaleza de estos, que pueden 
ser civil, penal, laboral, etc., sin dejarlo en la desprotección (párr.4). 
 
En efecto, tradicionalmente se entiende al debido proceso como un derecho 
que puede aplicarse únicamente frente al estado o magistrados de cualquier 
especialidad, debido a que por excelencia su uso es más frecuente en las 
mencionadas vías; sin embargo se viene observando por lo desarrollado, que este 
entendimiento es moderadamente erróneo, pues acorde a lo explicado, se 
encuentra que puede exceder de manera muy amplia el escenario judicial, pudiendo 
ser aplicada incluso en el escenarios privados, y de derecho público. 
 
Entiéndase entonces, que todas las garantías que implica el debido proceso 
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deben ser observadas y cumplidas a nivel de la jurisdicción ordinaria y todas 
aquellas de cualquier otra índole; entonces, bajo lo expuesto no debe exceptuarse 
la jurisdicción electoral, debido a que requiere también que pueda llevarse un 
proceso adecuado que permita arribar a una decisión justa con beneficios para 
todas las partes, cumpliendo las garantías que exige el debido proceso; sobre todo 
si se trata de retirar a una autoridad electa por voto popular del cargo que se le fue 
encomendado para la administración de la cosa pública. 
 
Otro elemento por el cual está compuesto el debido proceso según lo 
menciona Ferrer (2014) es la notificación a las partes sobre la existencia de un 
proceso en el que es partícipe; así como la audiencia respectiva para la 
determinación de sus derechos, dentro de las cuales se encuentra ser asesorado y 
la defensa de sus derechos (p. 164). 
 
Entonces, se tiene que el debido proceso es no solo un derecho sino además 
un principio que prevé a las personas la protección de sus derechos, clarifica la 
incertidumbre jurídica, mediante un mecanismo que proporciona garantías mínimas 
en el proceso, entendiéndose como la limitación del poder que tiene el Estado y 
dotación de derechos fortalecidos a las personas. Es necesario entonces además 
comprender a la jurisdicción electoral, que se entiende como la interacción que 
tienen los elementos de la democracia participativa así como representativa, es aquí 
donde se da la aplicación de las normas procesales en materia electoral. 
 
Latorre (s.f.) cita a Flavio Galvan, Nohlen y Sabsay quienes plantean que el 
derecho electoral pude ser reconocido como autónomo, pues tiene una serie de 
criterios que lo respaldan como tal; se tiene de forma legislativa debido a que existe 
una legislación especializada para la materia y el criterio jurisdiccional, dado que se 
han creado tribunales especializados en la materia con plenas facultades (párr. 3). 
 
Es necesario también mencionar lo señalado por Orozco, Nohlen, Zovatto, et. 
al. (2007) quienes destacan que viene siendo complicado ubicar el lugar que le 
corresponde a la materia electoral, pues tradicionalmente se le enmarca dentro del 
21  
proceso constitucional, o administrativo incluso como hibrido entre ambas (p.29). 
 
En el Perú el órgano jurisdiccional facultado en materia electoral es el Jurado 
Nacional de Elecciones, tal y como lo prevé la Carta Magna, que en su artículo N° 
177 indica que el sistema electoral se encuentra conformado por el Jurado Nacional 
de Elecciones (JNE), la ONPE y el RENIEC, estas mantendrán su autonomía en 
relación a sus atribuciones. Lo mismo ocurre en el artículo N°178 del mismo cuerpo 
normativo, señalándose que es el JNE el encargo de velar por el cumplimiento de 
las normas correspondiente a partidos políticos y materia electoral, así como en 
administrar justicia. 
 
Según Orozco, Nohlen, Zovatto, et al. (2007); al momento de determinarse 
facultades a los organismos encargados de la jurisdicción electoral, se distinguen 
dos sistemas, pueden darse casos en los que les otorgue plenitud en libertades e 
incluso la facilidad de iniciativa legislativa como es el caso de Perú; o puede ser al 
contrario, como es el caso de Costa Rica, país donde este organismo solo tiene la 
función consultiva. (p. 1208) 
 
Respecto al proceso como institución en materia procesal, se pude observar 
lo descrito por Prieto (2003) que indica son los actos que son realizados frente a los 
funcionarios facultados o competentes, designados por el Estado; para obtener 
defensa de los derechos que se pretender coactar, sea por personas públicas o 
privadas (p. 812). 
 
Por otro lado, Márquez (2002) cita a Gonzales para explicar que el proceso 
tiene tres dimensiones, donde existen el juez imparcial que es superior y las partes; 
contrariamente al procedimiento que es lineal; de igual forma el proceso es el que 
se desarrolla ante órganos administrativos y jurisdiccionales, al contrario del 
procedimiento puede ser un presupuesto de impugnación procesal (p. 33) 
 
En efecto, puede entenderse que el proceso electoral democrático; se obtiene 
con un eficiente desarrollo de mecanismos participativos y representativos, con la 
finalidad de una transparente defensa de los derechos plenamente reconocidos por 
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la carta magna, ante cualquiera de las autoridades que corresponda. 
 
El sistema de justicia electoral al igual que en otras ramas del derecho, se 
compone por mecanismos técnicos y jurídicos que son plasmados a través de actos 
en los procedimientos de materia electoral para garantizar los derechos de materia 
electoral (Orozco, 2013, p. 10) 
 
Bernal (2016) expone la existencia de los derechos humanos contemplados 
en instrumentos internacionales, mismos derechos que se encuentran reconocidos 
en la Constitución Política como respaldo de la importancia que merecen los 
derechos políticos (p.19). 
 
Es a través de lo mencionado que se tiene convicción de que los derechos 
electorales tienen un respaldo constitucional, debido a que se encuentran 
reconocidos en la carta magna y al igual que cualquier otro tipo de derecho deben 
ser igualitariamente respetados y tutelados por el Estado y las instituciones 




3.1. Tipo y diseño de investigación 
 
Tipo de investigación: Para la presente tesis se ha trabajado bajo el tipo de 
investigación básica. 
Diseño de investigación: La investigación se ha desarrollado bajo el diseño 
de Teoría fundamentada. 
3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 
 
Tabla 1: Matriz de categorización 
 
MATRIZ DE CATEGORIZACIÓN 
 
Título: La revocatoria de autoridades y la vulneración al debido proceso en la 

















El debido proceso 
 




Ámbito de aplicación 
 
El debido proceso en el derecho 
electoral 
 
(Fuente: Elaboración propia) 
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3.3. Escenario de estudio 
 
El trabajo de investigación, tuvo su escenario de estudio en la ciudad de 
Arequipa, se recurrió a revistas y demás doctrina sobre el tema, asimismo a la 
entidad del Jurado Nacional de Elecciones para la obtención de los expedientes 




En la presente investigación, participaron un abogado especialista en civil y 
constitucional, un asistente judicial de la corte superior de justicia; así mismo, se 
aplicó la entrevista a cinco abogados litigantes especialistas en derecho civil y 
constitucional respectivamente, un especialista legal de la Corte Superior de Justicia 
de Arequipa, un Alcalde Municipal y Secretario Regional del AMPE (Asociación de 
Municipalidades del Perú), un Juez Superior de la Corte Superior de Justicia de 
Arequipa y ex presidente del Jurado Especial de Elecciones de la misma ciudad. 
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3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
 
En la presente investigación, se utilizó la técnica de la entrevista y análisis de 
casos, las cuales son unas herramientas eficaces para obtener información y 
cumplir con la obtención de los objetivos. La ficha de entrevista tiene un total de 9 
preguntas, las cuales fueron redactadas en función al objetivo general y específicos. 
 
Asimismo, en la guía de análisis de casos, se trabajó en referencia a los 
procesos de revocatoria que tuvieron lugar en la provincia de Arequipa en el año 
2017, detallados a continuación: 
 




N° DE EXPEDIENTE 
 









Distrito de Tisco, Provincia de Caylloma, 
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Para la de recolección de datos, primero de identifico a participantes de dicha 
investigación, los cuales fueron previamente invitados a participar y dar respuesta, 
a fin de lograr los objetivos. Luego de la aceptación, se acordó el medio, hora y 
fecha de la aplicación. Así mismo se les envió una copia digitalizada de dicho 
cuestionario para los resultados. Las unidades temáticas en el presente trabajo de 
investigación fueron las siguientes: Revocatoria de autoridades y el debido proceso. 
 
3.7. Rigor científico 
 
En cuanto al rigor científico, ha sido respaldado con la validación de los 
instrumentos, asimismo se ha utilizado doctrina nacional e internacional, revistas 
indexadas, legislación del país y fuentes con respaldo de su credibilidad; de igual 
forma los entrevistados son especialistas expertos en la materia, lo que avala la 
credibilidad de la información. Estos aspectos logran que el trabajo de investigación 
sea consistente, tenga coherencia en la interpretación y vaya de la mano con el nivel 
de rigurosidad exigido. 
 
3.8. Método de análisis de datos 
 
Para el desarrollo del presente trabajo de investigación se utilizó el método 
hermenéutico, el cual permitió llegar a los resultados de la investigación mediante 
el análisis e interpretación de datos y responder los objetivos planteados, generar 
recomendaciones y establecer propuestas. 
 
3.9. Aspectos Éticos 
 
La presente investigación tuvo su desarrollo, respetando los métodos 
científicos, la guía de elaboración del trabajo de investigación y bajo la supervisión 
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del asesor de tesis. El presente trabajo se elaboró con respeto a los derechos de 
autor y las normas brindadas por la Universidad Cesar Vallejo, citándose las fuentes 
bibliográficas utilizadas, basadas en el estilo APA – American Psychological 
Association. 
 
IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
En el desarrollo de la presente tesis se utilizaron dos instrumentos en el 
proceso de recolección de datos e información: la guía de entrevista y la guía de 
análisis documental; el primer instrumento consta de 09 interrogantes que buscan 
responder a los objetivos planteados, han sido agrupadas de la siguiente forma: 03 
interrogantes para el objetivo general que consiste en determinar como la 
revocatoria de la autoridad vulnera el derecho al debido proceso en Arequipa 2017; 
02 interrogantes para responder el primer objetivo específico que consiste en 
explicar el proceso de revocatoria de autoridades, 02 ítems que responden al 
segundo objetivo, el cual consiste en analizar la efectividad del mecanismo de 
revocatoria referente al debido proceso, y 02 preguntas para responder al último y 
tercer objetivo específico que cosiste en establecer una propuesta en busca de la 
inclusión del derecho de defensa para el debido proceso; mientras que el segundo 
instrumento consiste en el análisis de casuística en base al desarrollo del proceso 
en los expedientes correspondientes a los procesos de revocatoria de autoridades 
realizados en el departamento de Arequipa en el año 2017, que permitió desarrollar 
y entender el objetivo general. 
 
El objetivo general consistió en determinar como la revocatoria de la 
autoridad vulnera el derecho al debido proceso en Arequipa 2017 
 
Respecto de la primera interrogante, los abogados Calizaya, Coloma; así 
como el magistrado Burga y el Ingeniero Mendoza (2021) concuerdan en que la 
Revocatoria es el derecho político por el cual los ciudadanos pueden ejercer control 
sobre las autoridades que han sido elegidas cuando tienen los motivos necesarios 
y suficientes. 
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En relación a la segunda pregunta, el magistrado Burga (2021) señala que si, 
puede tenerse en consideración que la autoridad tenga participación al ser una 
persona que ostenta un cargo y puede generar una inestabilidad en el nivel de 
gobierno correspondiente. Rodríguez (2021) indica que si, habida cuenta que la 
autoridad a ser revocada tiene derecho a ser oído, pues en la vía administrativa 
también debe respetarse el debido proceso. Mientras que Castillo (2021) menciona 
que sí, pues el debido proceso debe ser observado en todo proceso incluido el 
político. 
 
Respecto de la tercera interrogante Rodríguez (2021) señala que existe una 
vulneración al debido proceso al no considerarse etapa alguna en la normativa para 
que la autoridad haga efectivo su derecho de defensa; mientras que Burga (2021) 
indica que existe una vulneración debido a que en el proceso de revocatoria existen 
desaciertos que deben ser mejorados pues en un debido proceso hay requisitos que 
deben ser cumplidos, especialmente si se va a remover del cargo a una autoridad; 
en ese mismo sentido; por el contrario Silva (2021) explica que no existe vulneración 
al debido proceso pues la Revocatoria debe ser de fácil acceso a la ciudadanía por 
lo que debe ser sencillo y estar sujeto a la constitución, sin perder su naturaleza y 
sin obstruir el alcance que tiene. 
 
Objetivo específico 1: Explicar el proceso para la revocatoria de 
autoridades. 
 
En referencia a la cuarta interrogante; Burga, Coloma, Mendoza y Rodríguez 
(2021) señalan que del proceso de Revocatoria se conoce como requisitos la 
solicitud de Revocatoria elaborada por el promotor, para luego proceder a la compra 
del Kit Electoral; posterior a ello se realiza la recolección de firmas equivalentes a 
un 25% del número total de electores dentro de la circunscripción; siendo 
únicamente estos dos requisitos lo necesario para Revocar a la autoridad. 
 
En respuesta a la quinta pregunta; Castillo, Colona y Calizaya (2021) 
concuerdan en señalar que la autoridad revocada no tiene participación alguna en 
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el proceso de revocatoria, señalando que solo tiene el papel de acusado; por su 
parte el Magistrado Burga (2021), agregan que únicamente se notifica a la autoridad 
afectada cuando la ONPE admitió la revocatoria. 
 
Objetivo específico 2: Analizar la efectividad del mecanismo de 
Revocatoria referente al Debido Proceso. 
 
Acerca de la pregunta seis; Burga (2021) indica que no existe el debido 
proceso en el desarrollo del proceso de revocatoria, debido a que no se observa 
una participación equitativa de la autoridad y el promotor, teniendo este último más 
actividad procesal. Silva (2021) explica que si existe el debido proceso pues abarca 
un sin fin de derechos que se deben respetar y los cuales deben aplicarse a los 
procesos según su naturaleza, siendo el proceso de revocatoria uno electoral; que 
por ser de esa su naturaleza, busca la participación de la ciudadanía, para el control 
político hacia sus autoridades. 
 
En lo tocante a la séptima interrogante Castillo (2021) mencionó que el respeto 
al debido proceso exigiría que la autoridad pueda cuestionar el cumplimiento de los 
requisitos legales previos para someterse a la consulta popular, el no otorgarle el 
derecho de defensa, no garantiza el respeto al debido proceso; Burga (2021) explicó 
que en el proceso de revocatoria se vienen omitiendo derechos a la autoridad que 
deberían ser considerados para poder decir que nos encontramos frente a un debido 
proceso, pues esta institución asegura que se realizó un proceso con respeto a las 
garantías que ofrece la Constitución; por su parte, Calizaya (2021) indicó que el 
proceso de revocatoria ha pasado por modificaciones buscando mejoras, pero aún 
no se logra regularizar el debido proceso; Mendoza (2021) considera que existe una 
ausencia de igualdad procesal, por un lado no debería presentarse cualquier 
argumento para solicitarse la revocatoria y por el otro lado debería existir la 
posibilidad de poder demostrar que los argumentos son falaces. 
 
Por su parte Silva (2021) indica que si existe una garantía al debido proceso 
al respetarse el derecho de tutela hacia el ciudadano y la notificación a la autoridad 
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sujeta a revocación; asimismo, al establecer requisitos que hagan del proceso uno 
que se rige bajo la constitución y el debido proceso. 
Objetivo 3: Establecer una propuesta en busca de la inclusión del 
derecho de defensa para el debido proceso 
 
Referente a la interrogante número ocho, Silva (2021) señala que no, puesto 
que este proceso debe ser simple y de fácil acceso, que las modificaciones muchas 
veces solo han generado trabas para el ciudadano y han entorpecido el proceso con 
mayores requisitos, que solo buscan que haya una disminución en el uso por parte 
de la población; mientras que por otro lado Mendoza (2021) indica que sí; parece 
necesaria debido a la existencia de leyes que generan inestabilidad en la 
gobernabilidad del país, muchas veces las leyes no son tan claras y se presentan a 
una interpretación subjetiva que no permite el avance y desarrollo, como el presente 
caso, que recorta los derechos que debería tener las autoridades como parte del 
proceso de revocatoria; en ese mismo sentido, Burga (2021) agrega que sí, es 
posible modificarse el proceso de manera que se respalde la estabilidad de la 
gobernabilidad, pero sin dejar de lado la potestad que se le otorga al ciudadano de 
poder ejercer control político sobre las autoridades que incumplen sus funciones. 
Coloma (2021) termina agregando que la Revocatoria tiene muchos aspectos a 
mejorar y este es uno de los necesarios. 
 
Por último en la pregunta nueve Coloma (2021) expresó que sí, el debido 
proceso es un derecho constitucional que debe estar incurso en todos los procesos 
o procedimientos; Burga (2021) respondió que sí, porque de esta forma se puede 
garantizar que ambas partes procesales tengan una adecuada participación en el 
proceso que se desarrolla otorgándoles plena vigencia de los derechos 
constitucionales que todos pueden invocar para un adecuado proceso, y que no 
tenga falencias o desaciertos en su desarrollo; Mendoza (2021) señaló que sí, y no 
solo una etapa de defensa, debería considerarse la inclusión de una etapa de 
argumentación donde ambas partes puedan expresarse, mostrar con sustento lo 
manifestado; ello generaría mayor seriedad en el desarrollo de la gestión pública; 
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pues si alguien alude que la autoridad no está actuando bien o no cumple su plan 
de desarrollo, debe poder la autoridad demostrar que ello es incorrecto. Por su parte 
Silva (2021) mencionó que no, el incluirla convertiría al proceso de revocatoria en 
uno de vacancia; siendo así, estaríamos desnaturalizando el proceso de revocatoria 
llevándolo hacia un proceso con mayores requisitos y difícil acceso para la 
población. 
 
En relación al instrumento de la guía de análisis documental: respecto del 
objetivo general que consistió en determinar como la revocatoria de mandato de 
autoridades, vulnera el debido proceso en la provincia de Arequipa 2017: se 
examinó el expediente N° J-2016-01455, del proceso de revocatoria realizado en el 
distrito de Tisco, provincia de Caylloma, región Arequipa, concluyéndose lo 
siguiente: “En el expediente N° J-2016-01455, dentro de todos los actos procesales 
que se desarrollaron, el promotor expuso los motivos por los que solicita la 
revocatoria del señor alcalde, no requiriéndose la presentación de pruebas sobre lo 
expuesto; por el contrario, la autoridad no es participe en ninguna de la etapas que 
se desarrollan en el proceso ni siquiera en los actos procesales, tomando 
conocimiento en un primer momento cuando la ONPE le notifica con la Resolución 
que admite la Revocatoria y posteriormente en conjunto con demás Instituciones 
del Estado mediante Resolución del JNE, a pesar de ser una parte procesal 
importante, vulnerándose el debido proceso, pues ha de ser correcto una adecuada 
notificación desde el inicio del proceso”. 
 
Asimismo, se examinó el expediente N° J-2016-01435 del proceso de 
revocatoria desarrollado en el distrito de Ayo, provincia de Castilla, región Arequipa, 
concluyéndose lo siguiente: “En el expediente N° J-2016-01435, dentro de todos los 
actos procesales, el promotor es el que expone los motivos por los que solicita la 
revocatoria, incluso puede subsanar los errores que se observen en su 
sustentación, no es necesario que presente pruebas de lo que expone; sin embargo 
por el contrario, la autoridad no es participe en ninguna de la etapas que se 
desarrollan en el proceso, tomando conocimiento en conjunto con demás 
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Instituciones del Estado, a pesar de ser una parte procesal”. 
 
Asimismo, se examinó el expediente N° J-2016-01486 proceso de revocatoria 
en el distrito de Ocoña, provincia de Camaná, región Arequipa, concluyéndose lo 
siguiente: “En el expediente N° J-2016-01486, de los actos procesales 
desarrollados, se observa la participación activa y constante del promotor, en la 
exposición de los motivos por los que solicita la revocatoria del señor alcalde, no 
requiriéndose la presentación de pruebas sobre lo expuesto, en la recolección de 
firmas, en la solicitud de verificación de firmas; todo lo contrario a la participación de 
las autoridades quienes no son partícipes en ninguna de la etapas que se 
desarrollan en el proceso o en los actos procesales, tomando conocimiento en un 
primer momento cuando la ONPE les notifica al alcalde y regidores con la 
Resolución que admite la Revocatoria y posteriormente en conjunto con demás 
Instituciones del Estado mediante Resolución del JNE, a pesar de ser en su conjunto 
una parte procesal importante, vulnerándose el debido proceso, pues ha de ser 
correcto una adecuada notificación desde el inicio del proceso”. 
 
El segundo tópico de este capítulo fue la discusión, en ese sentido, 
respecto al objetivo general que consistió en determinar como la revocatoria de 
mandato de autoridades, vulnera el debido proceso en la provincia de Arequipa 
2017, en ese sentido Calizaya, Coloma, Burga y Mendoza (2021) concuerdan en 
señalar que la Revocatoria es un derecho político por el cual los ciudadanos pueden 
ejercer control sobre las autoridades que han sido elegidas cuando tienen los 
motivos necesarios y suficientes; tal como lo respalda la Constitución Política del 
Perú en el articulado número 2 inciso 17; y la Ley N° 30315 (2015) modificadora de 
la ley N° 26300 que define la institución de revocatoria como un derecho de todos, 
para excluir del cargo a determinadas autoridades. Sin embargo, debe observarse 
también lo añadido por Burga considerando que la autoridad tenga participación al 
ser una persona que ostenta un cargo y una revocatoria puede generar una 
inestabilidad en el nivel de gobierno correspondiente; al igual que Rodríguez quien 
indica que la autoridad debe tener una participación activa en el proceso, habida 
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cuenta que la autoridad a ser revocada tiene derecho a ser oído, pues en la vía 
administrativa también debe respetarse el debido proceso. Mientras que Castillo 
menciona que el debido proceso debe ser observado en todo proceso incluido el 
político. Se puede decir entonces que existe una vulneración debido a que en la 
revocatoria existen ciertos descuidos que deben ser considerados toda vez que en 
un debido proceso hay requisitos que deben ser observados, especialmente si se 
trata de va a remover del cargo a una autoridad; lo mencionado concuerda con lo 
manifestado por el Guzmán (2001) quien explica que el debido proceso es una 
agrupación de garantías deben observarse dentro de un proceso para que sea 
considerado como justo y lo descrito por Zavala (2020) en la Conferencia “La 
revocatoria de autoridades locales”, indica que la autoridad elegida debe tener 
también derecho de participación, garantizándose la tutela del derecho participación 
de ambas partes por igual y respetando la legalidad del proceso de revocatoria; 
pudiendo modificarse la legislación peruana, a una con cierto parecido a la de 
ecuador. 
 
Se observa por otro lado lo señalado por Silva (2021) quien indica que la 
Revocatoria es el derecho por el cual la ciudadanía puede ejercer control sobre las 
autoridades, considera que la autoridad no debe tener una participación activa en el 
proceso pues al ser un mecanismo de control le corresponde a la ciudadanía la 
participación e impulso del proceso, indica también que este proceso debe brindar 
facilidad a la ciudadanía dentro de los parámetros de la Constitución Política del 
Perú; lo que puede decirse que ciertamente este proceso está dirigido a la 
ciudadanía, empero ello no significaría la inobservancia de las garantías procesales 
cauteladas por la constitución. 
 
Respecto del primer objetivo específico que consistió en Explicar el Proceso 
de Revocatoria de autoridades, se puede manifestar de acuerdo a lo explicado por 
Burga, Coloma, Mendoza y Rodríguez (2021), que el proceso de Revocatoria tiene 
como requisitos la solicitud de Revocatoria elaborada por el promotor, para luego 
proceder a la compra del Kit Electoral; posterior a ello se realiza la recolección de 
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firmas equivalentes a un 25% del número total de electores dentro de la 
circunscripción; siendo únicamente estos dos requisitos lo necesario para Revocar 
a la autoridad. Lo descrito concuerda con lo dispuesto en La Ley N° 26300 (1994) y 
leyes propias del JNE y ONPE, se encuentra también lo mencionado por Castillo, 
Colona y Calizaya que concuerdan en señalar que la autoridad revocada no tiene 
participación alguna en el proceso de revocatoria, señalando que solo tiene el papel 
de acusado; nótese además lo mencionado por Burga (2021) quien agrega que 
únicamente se notifica a la autoridad afectada cuando la ONPE admitió la 
revocatoria; se observa la veracidad de lo mencionado observando los expedientes: 
N° J-2016-01455, N° J-2016-01435 y N° J-2016-01486; sobre los procesos en la 
región Arequipa en relación a la vulneración del debido proceso, donde se observa 
que efectivamente el promotor de la Revocatoria inicia el proceso con la solicitud y 
así sucesivamente continua realizando los actos procesales; resaltando que la 
autoridad es notificada en 2 de los 3 expedientes al momento de ser admitida la 
solicitud, sin embargo en 1 de ellos se puede observar que el momento en le que la 
autoridad toma conocimiento del proceso es cuando el JNE emite una Resolución 
para el inicio de la convocatoria a consulta popular. 
 
En ese sentido se puede indicar que el proceso de Revocatoria no tiene 
mayores requisitos hacia el promotor de la revocatoria para solicitarla, sin embargo; 
no otorga igualdad de oportunidades o facilidades a la autoridad que se encuentra 
afectada con el proceso de Revocatoria; situación que no debería darse así pues 
como lo menciona Orozco (2013), el sistema de justicia en materia electoral al igual 
que en otras ramas del derecho, está compuesta por mecanismos técnicos y 
jurídicos que deben ser plasmados en la realización de actos que garantizar los 
derechos de materia electoral. 
 
En relación al segundo objetivo específico que consistió en: Analizar la 
efectividad del mecanismo de Revocatoria referente al Debido Proceso; Burga 
(2021) indica que no existe el debido proceso en el desarrollo del proceso de 
revocatoria, debido a que no se observa una participación equitativa de la autoridad 
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y el promotor, teniendo este último más actividad procesal. Por el contrario, Silva 
(2021) explica que si existe el debido proceso pues este implica un sinfín de 
derechos que se aplican según la naturaleza del proceso, en el caso de la 
Revocatoria; es un proceso en material electoral que busca la participación de la 
ciudadanía, por ello es esta última quien tiene más actividad procesal. Se puede 
observar lo mencionado en la Sentencia del Expediente N° 6648-2006-PHC/TC 
(Tribunal Constitucional 2007), el mayor intérprete de la Carta Magna explicando 
que el debido proceso como derecho constitucional es aquel por el cual se garantiza 
al que recurre al órgano jurisdiccional la protección de sus derechos y garantías, 
independientemente de la naturaleza del proceso, que pueden ser civil, penal, 
laboral, etc., sin dejarlo en la desprotección; es menester señalar en esta parte que 
no solo aquel quien recurre al órgano jurisdiccional para iniciar el proceso, sino a 
aquel que recurre también como parte de este; se agrega también lo señalado por 
parte de Ferrer (2015) quien cita a Quispe, al indicar la existencia de posibilidades 
de poder aplicar el debido proceso en diferentes materias procesales, al ser 
necesario para que sea justo y legitimo el proceso; sin importancia de que tipo de 
proceso se trate, debido a que los errores, arbitrariedades u omisiones pueden 
cometerse en todo tipo de litigio por quien está facultado. 
 
Se considera necesario agregar además lo descrito por Mendoza (2021) quien 
considera que existe una ausencia de igualdad procesal, por un lado no debería 
presentarse cualquier argumento para solicitarse la revocatoria y por el otro, debería 
existir la posibilidad de poder demostrar que los argumentos son falaces; ello en 
consideración de que muchas veces son los contrincantes políticos quienes 
incentivan la revocatoria para manchar la reputación de la autoridad, lo que se 
puede observar muchas veces en la cotidianidad. 
 
Se puede afirmar entonces que no existe ni se garantiza el respeto al Debido 
Proceso en el desarrollo del Proceso de Revocatoria de autoridades, pues se omiten 
derechos a la autoridad que son garantías mínimas que se le deben ser otorgadas 
de acuerdo al ordenamiento constitucional, como lo señala Tribunal Constitucional 
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al explicar que el Derecho de Defensa contemplado en el artículo 139 de la 
Constitución Política garantiza a toda persona sea natural o jurídica, que se 
encuentre en un proceso jurisdiccional o de cualquier materia, no caiga por motivo 
alguno en estado de indefensión; (Sentencia del Expediente N°3997-2005-PC/TC). 
Como lo menciona Terrazos (2004) el derecho de ser oído como el reconocimiento 
de una garantía procesal aunada a la libertas de tener la oportunidad de defenderse, 
ser oído, todo ello en conformidad a las normas establecidas por la ley y ante un 
tribunal con jurisdicción. 
 
Entonces, si bien la Revocatoria es un derecho por el cual la ciudadanía puede 
ejercer el control político sobre las autoridades regionales y municipales; en la 
realización de este proceso la autoridad a revocar, no tiene una participación activa 
la autoridad tal como lo señalan los conocedores de la materia; se viene enfrentando 
entonces una vulneración al derecho del debido proceso que todo individuo debe 
tener en cualquiera de la vías judiciales, jurisdiccionales, públicas o privadas, tal 
como lo señala Landa (2002) explicando que el debido proceso como derecho 
fundamental es recusable frente a los poderes del estado e incluso a personas 
jurídicas, el cual se ha venido expandiendo a diferentes procesos como el 
administrativo, en entidades civiles, militares y estatales; y como lo desarrolla 
Rodríguez (s.f.) respecto de la oportunidad que tiene la parte a ejercer su defensa 
explica; que el derecho al debido proceso tiene fundamento en los pilares de 
audiencia previa y de igualdad para todas las partes procesales; para que puedan 
ejercer de manera idéntica su derecho a defensa. 
 
El tercer y último objetivo consistió en Establecer una propuesta en busca de 
la inclusión del derecho de defensa para el Debido Proceso, al ser entrevistado 
Mendoza indicó parecer necesaria la inclusión de una etapa de defensa, debido a 
la existencia de leyes que generan inestabilidad en la gobernabilidad del país, 
refiriéndose a que muchas veces las leyes no son lo suficientemente claras y se 
presentan a una interpretación subjetiva que no permite el avance y desarrollo, 
como el presente caso, que recorta los derechos que debería tener las autoridades 
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como parte del proceso de revocatoria; en ese mismo sentido, Burga (2021) agrega 
que existe la posibilidad de modificarse el proceso de manera que se respalde la 
estabilidad de la gobernabilidad, pero sin dejar de lado la potestad que se le otorga 
al ciudadano de poder ejercer control político sobre las autoridades que incumplen 
sus funciones; Coloma (2021) termina agregando que la Revocatoria tiene muchos 
aspectos a mejorar y este es uno de los necesarios. Mientras que por el contrario 
Silva indica que no es necesario modificar el proceso de Revocatoria, debido a que 
debe ser un proceso simple y de fácil acceso, ocasionando muchas veces las 
modificaciones el entorpecimiento del uso de la norma al crear mayores requisitos 
o creando mayores obstáculos que generan su desuso por parte de los ciudadanos. 
 
Entonces de acuerdo a lo obtenido puede entenderse que la inclusión de una 
etapa donde se le permita a la autoridad involucrada la acción de su derecho a la 
defensa, no solo garantiza el cumplimiento de un debido proceso como lo prescribe 
nuestra Constitución Política, sino que además conlleva a un uso responsable de 
parte de la ciudadanía de este mecanismo de control político; siempre que no se 
impongan obstáculos que dificulten su uso y acceso; se ve así lo desarrollado por 
(Orozco, 2013) al describir que al igual que en otras ramas del derecho, el sistema 
de justicia electoral, se compone por mecanismos técnicos y jurídicos que son 
plasmados a través de actos realizados en la materia electoral para garantizar el 
cumplimiento de los derechos. Esto sin duda tiene fundamento similar al expuesto 
por el Tribunal Constitucional (2007), en la sentencia recaída en el Expediente N° 
5085-2006-PA/TC, donde se señala que el derecho de defensa es un derecho 
fundamental que conforma el derecho al debido proceso, si no se aplicara el 
primero, no se garantizaría el cumplimiento del debido proceso. 
 
Se tiene además por parte de Coloma (2021), la opinión de la necesaria 
inclusión de una etapa de defensa al Proceso de Revocatoria, al ser el debido 
proceso es un derecho constitucional que debe estar incurso en todos los procesos. 
Burga agregó que la inclusión de una etapa de defensa, podría garantizar que 
ambas partes procesales tengan una adecuada participación en el proceso que se 
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desarrolla, lo que les otorgaría plena vigencia de los derechos constitucionales que 
todos pueden invocar para un adecuado proceso, y que no tenga falencias o 
desaciertos en su desarrollo. 
 
Incluyéndose la doctrina otorgada por Salas (2013), se entiende que el 
derecho de defensa es aquel por el cual las partes pueden hacer empleo de los 
medios legítimos y adecuados, dentro de los cuales se encuentra el de poder 
preparar una adecuada; y agregando lo descrito por Roca (2002), respecto al 
derecho de contradicción como principio de bilateralidad, derecho por el cual las 
partes en su totalidad del proceso de absolutamente todos los actos realizados; 
especialmente los de la parte contraria; se obtiene que al agregar una etapa de 
defensa donde se permita a la autoridad hacer descargo de los motivos y 
fundamentos por los cuales se pide su vacancia, se encuentra dentro de los 
parámetros, límites y derechos que prevé nuestra constitución, no solo como una 
garantía y derecho fundamental, sino además como derecho universal de cada 
individuo, independientemente del cargo que pueda ostentar y vía procedimental 
que se opte. 
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V. CONCLUSIONES
Primero, la Revocatoria es un derecho de participación ciudadana del cual su
mayor titular es el pueblo y, su finalidad principal es ejercer un control sobre las 
acciones de la autoridad respecto de la administración pública; sin embargo, es esta 
autoridad a quien se le debería considerar participación dentro del proceso; ello en 
relación al cargo que ostenta, pues el debido proceso es un derecho respaldado por 
la Constitución Política del Perú que debe ser respetado en todas las vías por las 
cuales se realice una contraposición de derechos, el cual viene siendo afectado al 
otorgarle una participación nula a la autoridad, siendo sin duda una de las partes 
procesales importantes dentro del proceso. 
Segundo, la Revocatoria es un proceso que debe mostrar simplicidad al estar 
dirigido para el uso de la ciudadanía como mecanismo de control; y que según la 
norma vigente no exige requisitos de difícil cumplimiento; aunado de ello, los 
expedientes recaudados demuestran el cumplimiento de los dos únicos requisitos y 
que la autoridad a ser revocada no ostenta participación alguna dentro de este 
proceso, observándose que solo el revocador realiza todas las diligencias 
procesales. 
Tercero, nos encontramos ante una vulneración del derecho al Debido 
Proceso en el desarrollo de la Revocatoria, dentro de la investigación realizada se 
puede observar que varios doctrinarios concuerdan al manifestar que el derecho de 
defensa, bilateralidad de audiencia o de ser oído son parte de las garantías 
ofrecidas por nuestra Constitución en su artículo 139, que deben ser observadas 
para el cumplimiento de un proceso que derive a un resultado justo; garantías que 
no se vienen cumpliendo, pues como se observa en el desarrollo del proceso de los 
expedientes estudiados no se tiene participación alguna de la autoridad a ser 
revocada, generándose una desigualdad de las partes dentro del desarrollo de los 
actos procesales; por lo que es correcto decir que el proceso de Revocatoria en su 
actual desarrollo limita el ejercicio del derecho al Debido Proceso de las autoridades 
que son sometidas a este mecanismo; siendo necesario que se tenga una 
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modificación que asemeje este proceso al que se realiza en el marco normativo de 
Ecuador, donde se observa una participación en igualdad de ambas partes; 
promotor y autoridad, generando un proceso con un resultado justo y con respeto 
de las garantías constitucionales. 
Cuarto, la inclusión del derecho de defensa como parte del derecho al Debido 
Proceso mejoraría el desarrollo del proceso de Revocatoria, pues al permitirse que 
la autoridad sea notificada del inicio del proceso y realice los descargos 
correspondientes a las imputaciones o motivos por los cuales se solicita su retiro 
del cargo, se da paso a que ambas partes obtengan pleno cumplimiento de las 
garantías constitucionales que otorga el Debido Proceso, lo que generaría que no 
se utilicen argumentos absurdos al momento de solicitar la Revocatoria de una 
autoridad, pues de ser así estos sería fácilmente desmentidos; derivándose a una 





En cumplimiento del presente apartado, se tiene la siguiente recomendación: 
 
Con la finalidad de afianzar el cumplimiento de las garantías que proporciona 
la Constitución Política del Perú en su artículo 139 respecto al Debido Proceso, se 
recomienda al Congreso de la República incorporar al proceso de Revocatoria una 
etapa u oportunidad para que la autoridad sometida a la consulta popular pueda 
hacer efectivo su derecho de defensa, otorgándole la oportunidad de conocer del 
proceso, mediante la notificación y realizar un descargo de los motivos expuestos 
al momento de su solicitud; ello sin la necesidad de variar la esencia del mecanismo 
de control conocido como Revocatoria, manteniéndose la facilidad de acceso a este 
proceso a la ciudadanía y no constituyendo obstáculos que retrasen el desarrollo; 
pero no dejando de lado los derechos que le corresponde a las partes del proceso 
por el Principio de Igualdad ante la ley; lo que conduciría a que los promotores de 
la Revocatoria la soliciten con mayor responsabilidad y conllevaría a que la 
ciudadanía tenga conocimiento previo de ambas partes antes de emitir su voto en 
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ANEXO N° 01 



























































































































































ANEXO N° 02 
INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE 







GUÍA DE ENTREVISTA 
 
I. Datos Generales: 
1.1. Entrevistado: 
1.2. Profesión, grado académico: 
1.3. Especialidad: 
1.4. Cargo e Institución donde labora: 
II. Aspectos de la entrevista. 
Título de Investigación: La Revocatoria de autoridades y la vulneración al debido 
proceso en la región Arequipa 2017. 
 
Objetivo General: Determinar como la revocatoria de autoridad, vulnera el 
debido proceso en la región de Arequipa 2017. 






2. ¿A su criterio cree usted que la autoridad revocada debe tener una 






3. ¿Considera usted que existe una vulneración del derecho al debido 







Objetivo Específicos 01: Explicar el proceso para la revocatoria de autoridades. 
. 












Objetivo Específicos 02. Analizar la efectividad del mecanismo de revocatoria 
referente al debido proceso 
 
 
6. ¿Cree usted que existe un debido proceso en el desarrollo del proceso de 








7. ¿Considera que dentro del proceso de revocatoria se garantiza el respeto 
del derecho al debido proceso? 
 
 
Objetivo Específicos 03: Establecer una propuesta en busca de la inclusión del 
derecho de defensa para el debido proceso. 
 
 








9. ¿Cree que incluir una etapa de defensa en el proceso de revocatoria sea 





























ANEXO N° 03 
VALIDACIÓN DEL INSTRUMENTO: 




VALIDACIÓN DE INSTRUMENTO 
I. DATOS GENERALES 
1.1. Apellidos y Nombres: 
1.2. Cargo e institución donde labora: 
1.3. Nombre del instrumento motivo de evaluación: 
1.4. Autor(A) de Instrumento: 
 









40 45 50 55 60 65 70 75 80 85 90 95 100 
 
1. CLARIDAD 
Esta formulado con lenguaje 
comprensible. 
             
 
2. OBJETIVIDAD 
Esta adecuado   a   las   leyes   y 
principios científicos. 
             
 
3. ACTUALIDAD 
Esta adecuado a los objetivos y las 
necesidades reales de la 
investigación. 
             
4. ORGANIZACIÓN Existe una organización lógica.              
 
5. SUFICIENCIA 
Toma en   cuanta   los   aspectos 
metodológicos esenciales 
             
 
6. INTENCIONALIDAD 
Esta adecuado para valorar las 
categorías. 
             
 
7. CONSISTENCIA 
Se respalda en fundamentos 
técnicos y/o científicos. 
             
 
8. COHERENCIA 
Existe coherencia entre los 
problemas, objetivos, supuestos 
jurídicos 
             
 
9. METODOLOGÍA 
La estrategia responde una 
metodología y diseño aplicados 
para lograr verificar los supuestos. 




El instrumento muestra la relación 
entre los componentes de la 
investigación y su adecuación al 
Método Científico. 
             
 
III. OPINIÓN DE APLICABILIDAD 
- El Instrumento cumple con 
los Requisitos para su aplicación 
 
- El Instrumento no cumple con 
Los requisitos para su aplicación 
------ 
 
IV. PROMEDIO DE VALORACIÓN : 
 
Arequipa, de febrero del 2021 
 
 
FIRMA DEL EXPERTO INFORMANTE 

























ANEXO N° 04 








Objetivo General: Determinar como la revocatoria de autoridad, vulnera el 
debido proceso en la región de Arequipa 2017. 
GUÍA DE ENTREVISTA 
 
I. Datos Generales: 
1.1. Entrevistado: Martin Rodríguez Rosado 
1.2. Profesión, grado académico: Abogado 
1.3. Especialidad: Constitucional 
1.4. Cargo e Institución donde labora: Independiente 
II. Aspectos de la entrevista. 
Título de Investigación: La Revocatoria de autoridades y la vulneración al 





1. ¿Conoce el derecho político de revocatoria de autoridades? 
Respuesta: 
Sí. Este se basa en mecanismos de control ciudadano del poder político, propio 
de las democracias participativas, como es el caso del Perú. 
 
 
2. ¿A su criterio cree usted que la autoridad revocada debe tener una 
participación activa en el proceso? 
Respuesta: 
Si, habida cuenta que la autoridad que está siendo objeto de revocatoria, debe 
ser escuchada y tomar en cuenta sus alegatos, puesto que la vía administrativa 
también debe ser respetuosa del derecho al debido proceso, incluyéndose al 
derecho a la defensa. 
 
 
3. ¿Considera usted que existe una vulneración del derecho al debido 
proceso en la revocatoria de autoridades? 
Respuesta: 
Me parece que sí, porque el procedimiento de revocatoria establecido en la 
normatividad electoral peruana, no contempla etapa procedimental alguna donde 
se respete a plenitud el derecho de defensa del revocado. 
 
Objetivo Específicos 02. Analizar la efectividad del mecanismo de revocatoria 
referente al debido proceso 
Objetivo Específicos 03: Establecer una propuesta en busca de la inclusión del 
derecho de defensa para el debido proceso. 
 
4. ¿Conoce cómo se desarrolla el proceso de la revocatoria de autoridades? 
Respuesta: 
Sí. Según la ley 30315, para la Revocatoria, se exige dos requisitos: La 
fundamentación de los motivos por los que solicita la revocatoria, y la recolección 
de firmas del 25% de los electores de la circunscripción. 
 
 
5. ¿Sabe usted cómo participa la autoridad a revocar dentro del proceso? 
Respuesta: 
La autoridad revocada no tiene una participación activa en el procedimiento de 




6. ¿Cree usted que existe un debido proceso en el desarrollo del proceso de 
revocatoria de autoridades? 
Respuesta: 
Por los motivos anteriormente descritos, considero que no. 
 
 
7. ¿Considera que dentro del proceso de revocatoria se garantiza el respeto 
del derecho al debido proceso? 
Respuesta: 





8. ¿A su criterio considera que es necesario modificar el proceso de 
revocatoria? 
Respuesta: 
Considero que sí, debe incluirse una etapa dentro del procedimiento de 
revocatoria donde se permita al revocado ejercer su derecho de defensa. 
Objetivo Específicos 01: Explicar el proceso para la revocatoria de autoridades. 
. 
 
9. ¿Cree que incluir una etapa de defensa en el proceso de revocatoria sea 
necesaria para garantizar el derecho al debido proceso? 
Respuesta: 
Sí, habida cuenta que los procedimientos administrativos no jurisdiccionales en 
este caso de revocatoria- también deben ser respetuosos del debido proceso. 
 
 









Objetivo Específicos 01: Explicar el proceso para la revocatoria de autoridades. 
Objetivo General: Determinar como la revocatoria de autoridad, vulnera el debido 
proceso en la región de Arequipa 2017. 
GUÍA DE ENTREVISTA 
 
I. Datos Generales: 
1.1. Entrevistado: Edgar Castillo Ito 
1.2. Profesión, grado académico: Abogado, 
1.3. Especialidad: Derecho Civil, Derecho Procesal 
1.4. Cargo e Institución donde labora: Corte Superior de Justicia de Arequipa 
II. Aspectos de la entrevista. 
Título de Investigación: La Revocatoria de autoridades y la vulneración al Debido 





1. ¿Conoce el derecho político de revocatoria de autoridades? 
Respuesta: Si, es un derecho que permite a los ciudadanos elegir a nuevas autoridades 
antes que termine el periodo de la que fue elegida recientemente. 
 
 
2. ¿A su criterio cree usted que la autoridad revocada debe tener una participación 
activa en el proceso? 
Respuesta: Si, porque el derecho de defensa, debe observase en todo proceso 
incluido el político. 
 
 
3. ¿Considera usted que existe una vulneración del derecho al debido proceso en 
la revocatoria de autoridades? 
Respuesta: Si, porque la autoridad sometida al proceso de revocatoria debería tener 
derecho por lo menos a cuestionar el cumplimiento de los requisitos que debe cumplir 






4. ¿Conoce cómo se desarrolla el proceso de la revocatoria de autoridades? 
Respuesta: Si, en parte; he visto en la región de arequipa pocos procesos de 
revocatoria. 
 
Objetivo Específicos 02. Analizar la efectividad del mecanismo de revocatoria 
referente al debido proceso 
Objetivo Específicos 03: Establecer una propuesta en busca de la inclusión del 
derecho de defensa para el debido proceso. 
5. ¿Sabe usted cómo participa la autoridad a revocar dentro del proceso? 
Respuesta: Creo que tiene poca o ninguna participación. 
 
 
6. ¿Cree usted que existe un debido proceso en el desarrollo del proceso de 
revocatoria de autoridades? 
Respuesta: Me parece que no, si la autoridad sometida al proceso de revocatoria no 
tiene derecho a participar se estaría vulnerando el debido proceso. 
 
 
7. ¿Considera que dentro del proceso de revocatoria se garantiza el respeto del 
derecho al debido proceso? 
Respuesta: El respeto al debido proceso exigiría que la autoridad pueda por lo menos 
cuestionar el cumplimiento de los requisitos legales previos para someterse a la consulta 
popular de revocatoria, sino se le brinda el derecho a defenderse no se garantizaría el 




8. ¿A su criterio considera que es necesario modificar el proceso de revocatoria? 
Respuesta: Si, se debe brindar la oportunidad a la autoridad para que pueda participar 
en el proceso en la verificación del cumplimiento de los requisitos legales previos a la 
consulta ejerciendo de esta manera su derecho de defensa. 
 
9. ¿Cree que incluir una etapa de defensa en el proceso de revocatoria sea 
necesaria para garantizar el derecho al debido proceso? 
Respuesta: Si, siempre y cuando se limite a la etapa previa a la consulta popular. 









Objetivo General: Determinar como la revocatoria de autoridad, vulnera el 
debido proceso en la región de Arequipa 2017. 
GUÍA DE ENTREVISTA 
 
I. Datos Generales: 
1.1. Entrevistado: Rosa María Silva Rodríguez 
1.2. Profesión, grado académico: Abogada, Doctora 
1.3. Especialidad: Constitucional 
1.4. Cargo e Institución donde labora: Independiente 
II. Aspectos de la entrevista. 
Título de Investigación: La Revocatoria de autoridades y la vulneración al 





1. ¿Conoce el derecho político de revocatoria de autoridades? 
Respuesta: 
Sí, es el derecho por el cual la ciudadanía utiliza los mecanismos de control 
ciudadano del poder político, para realizar un control sobre las autoridades que 
han sido electas para la administración de la res pública. 
 
 
2. ¿A su criterio cree usted que la autoridad revocada debe tener una 
participación activa en el proceso? 
Respuesta: 
Si, debido a que se trata de un nivel de gobierno del estado, motivo por el cual 
la autoridad que está siendo objeto de revocatoria, debe tener el derecho a ser 
oída y poder ejercer sus alegatos, pues en toda vía jurisdiccional debe respetarse 
las garantías mínimas del debido proceso. 
 
 
3. ¿Considera usted que existe una vulneración del derecho al debido 
proceso en la revocatoria de autoridades? 
Respuesta: 
Sí, porque el proceso de revocatoria que se encuentra en la normatividad 
electoral peruana, no señala actuación alguna de la autoridad a ser revocada 
durante el desarrollo de todo el proceso. 
 
Objetivo Específicos 02. Analizar la efectividad del mecanismo de revocatoria 
referente al debido proceso 
 
 
4. ¿Conoce cómo se desarrolla el proceso de la revocatoria de autoridades? 
Respuesta: 
Sí, la ley 30315, indica que para la Revocatoria, se debe cumplir con dos 
requisitos; primero el promotor debe fundamentar de los motivos por los que 
solicita la revocatoria, y luego debe hacer una recolección de firmas, las cuales 




5. ¿Sabe usted cómo participa la autoridad a revocar dentro del proceso? 
Respuesta: 
La autoridad revocada no tiene una participación alguna dentro del proceso de 
revocatoria, la norma no le otorga la posibilidad de poder ejercer plenamente su 




6. ¿Cree usted que existe un debido proceso en el desarrollo del proceso de 
revocatoria de autoridades? 
Respuesta: 
Considero que no, debido a que como se ha explicado no se le otorga a la 
autoridad revocada la oportunidad de poder ejercer el derecho de defensa, o 




7. ¿Considera que dentro del proceso de revocatoria se garantiza el respeto 
del derecho al debido proceso? 
Respuesta: 
No, pues dentro de todo el proceso no se tiene una etapa donde se le otorgue a 
la autoridad afectada el desarrollo de sus derechos o garantías mínimas que 
debe tener todo proceso en cualquiera de las vías jurisdiccionales. 






8. ¿A su criterio considera que es necesario modificar el proceso de 
revocatoria? 
Respuesta: 
Me parece que sí, es necesario que se incluya una etapa en la cual se permita a 
la autoridad revocada ejercer su derecho de defensa, debido a que es una parte 
procesal quien al igual que el promotor debería tener igualdad de oportunidades. 
 
9. ¿Cree que incluir una etapa de defensa en el proceso de revocatoria sea 
necesaria para garantizar el derecho al debido proceso? 
Respuesta: 
Sí, pues todos los procesos incluyendo los que no son judiciales e incluso 
jurisdiccionales deben respetar las garantías mínimas que comprende el derecho 
constitucional del debido proceso. 
 
 







Rosa María Silva Rodríguez 
Objetivo Específicos 03: Establecer una propuesta en busca de la inclusión del 




































ANEXO N° 05 
GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
APLICADAS 
 
OBJETIVO ESPECÍFICO 1: EXPLICAR EL PROCESO PARA LA 
REVOCATORIA DE AUTORIDADES 
GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
Título del Desarrollo de la Investigación: La Revocatoria de autoridades y la 







Expediente N° J-2016-01435 
Proceso de Revocatoria en el distrito de Ayo, Provincia de 
















Se observa la solicitud de Revocatoria del señor Alcalde Juan 
Marcelino Vilca Yato, y los señores Regidores: Victor Raúl 
Huayna Flores, María Paz de Vera, Daniel Práxides López Vilca 
y Sayda Sandra Fernández Begazo; por parte del señor Zacarías 
Manuel Mejía Vizardo dirigida al Secretario General de la ONPE 
en conjunto con: la exposición de las Razones por las cuales se 
solicita la Revocatoria; la Carta N° 001865-2016-SGACTD- 
SG/ONPE, por la cual se le otorga al promotor dos (02) días 
hábiles para la subsanación correspondiente; la Subsanación por 
parte del Promotor; la Resolución Subgerencial N°000282-2016- 
SGACTD-SG/ONPE por la cual se declara procedente la 
expedición de los formatos para la recolección de firmas, la 
notificación al interesado (promotor) y los horarios de atención; la 
Carta    N°    000031-2016/GRE/SGCFATE/RENIEC    con    el 
Resultado de la comprobación de firmas de las listas adherentes 
presentadas para el proceso de Revocatoria de las autoridades 
del distrito de Ayo; la Constancia del Proceso de Verificación de 
firmas de listas adherentes; la Resolución Subgerencial 
N°000016-2016-SG/ONPE, por la cual se resuelve: Admitir la 
solicitud de Revocatoria, Remitir al JNE la resolución y sus 
antecedentes, Poner de conocimiento al promotor del contenido 
de la resolución y la Publicación de la misma en el diario Oficial; 
la Resolución N°0046-2017-JNE por la cual se Resuelve: 
Convocar a la Consulta Popular de Revocatoria del Mando de 
Autoridades Municipales 2017 para el día domingo 11 de junio del 
2017, Tener por Inscritos a los Promotores y a las Autoridades 
que serán sometidas a consulta a efectos de su reconocimiento 
en el proceso, Definir cinco circunscripciones administrativas y de 
justicia electoral para el proceso, Establecer que los JEE se 
 
 instalen e inicien actividades desde el 01 de abril del 2017, 
Precisar la normativa que es de aplicación, Restituir la vigencia 
de la Resolución del JNE aplicable para actas observadas, 
Establecer fecha de cierre del padrón electoral y la remisión de 
información por parte de RENIEC, Disponer las acciones 
pertinentes para la formulación de presupuesto requerido, Poner 
de conocimiento la Resolución a la PCM, MEF, MININTER, 
MINDEF, Comando Conjunto de las FF.AA., la Contraloría de la 
República, la Defensoría del Pueblo, el Banco de la Nación, el 
Poder Judicial, el RENIEC y de ONPE, así como Promotores y 
AUTORIDADES SOMETIDAS A CONSULTA; Disponer la 





Dentro de todos los actos procesales, el promotor expone los 
motivos por los que solicita la revocatoria, incluso puede 
subsanar los errores que se observen en su sustentación, no es 
necesario que presente pruebas de lo que expone; sin embargo 
por el contrario, la autoridad no es participe en ninguna de la 
etapas que se desarrollan en el proceso, tomando conocimiento 
en conjunto con demás Instituciones del Estado, a pesar de ser 
una parte procesal. 
OBJETIVO ESPECÍFICO 1: EXPLICAR EL PROCESO PARA LA 
REVOCATORIA DE AUTORIDADES 
GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
Título del Desarrollo de la Investigación: La Revocatoria de autoridades y la 




Expediente N° J-2016-01486 
Proceso de Revocatoria en el distrito de Ocoña, Provincia de 




Se observa la solicitud de Revocatoria hacia el señor Alcalde 
José Alberto Carnero Taborga, y de los Regidores Iván Parí 
Mamani, Marilú Gonzales Porras, Vitaliano Gonzales LLamoca, 
Juan Palacios Vásquez y Anthony García Dávila; por parte del 
señor Ceferino Victor Ascue Alvarado, dirigida al Secretario 
General de la ONPE en conjunto con: la exposición de las 
Razones por las cuales se solicita la Revocatoria; la Carta N° 
00507-2016-SGACTD-SG/ONPE, por la cual se verifica el 
cumplimiento de los requisitos, en consecuencia la expedición de 
formatos para la recolección de firmas adherentes; la Carta N° 
000019-2016/GRE/SGCFATE/RENIEC con el Resultado de la 
comprobación de firmas de las listas adherentes presentadas 
para el proceso de Revocatoria de las autoridades del distrito de 
Tisco; la Constancia del Proceso de Verificación de firmas de 
listas adherentes; la Resolución N°000036-2016-SG/ONPE, por 
la cual se resuelve: Admitir la solicitud de Revocatoria, Remitir al 
JNE la resolución y sus antecedentes, Poner de conocimiento al 
promotor del contenido de la resolución y la Publicación de la 
misma en el diario Oficial; la Notificación de la Resolución N°025- 
-2016-SG/ONPE, mediante el Oficio N° 001755-2016-SG/ONPE,
dirigida al señor Alcalde José Alberto Carnero Taborga, así como
a los Regidores; la Resolución N°0046-2017-JNE por la cual se
Resuelve: Convocar a la Consulta Popular de Revocatoria del
Mando de Autoridades Municipales 2017 para el día domingo 11
de junio del 2017, Tener por Inscritos a los Promotores y a las
Autoridades que serán sometidas a consulta a efectos de su
reconocimiento en el proceso, Definir cinco circunscripciones
administrativas y de justicia electoral para el proceso, Establecer
que los JEE se instalen e inicien actividades desde el 01 de abril
 
 del 2017, Precisar la normativa que es de aplicación, Restituir la 
vigencia de la Resolución del JNE aplicable para actas 
observadas, Establecer fecha de cierre del padrón electoral y la 
remisión de información por parte de RENIEC, Disponer las 
acciones pertinentes para la formulación de presupuesto 
requerido, Poner de conocimiento la Resolución a la PCM, MEF, 
MININTER, MINDEF, Comando Conjunto de las FF.AA., la 
Contraloría de la República, la Defensoría del Pueblo, el Banco 
de la Nación, el Poder Judicial, el RENIEC y de ONPE, así como 
Promotores y AUTORIDADES SOMETIDAS A CONSULTA; 









De los actos procesales desarrollados, se observa la participación 
activa y constante del promotor, en la exposición de los motivos 
por los que solicita la revocatoria del señor alcalde, no 
requiriéndose la presentación de pruebas sobre lo expuesto, en 
la recolección de firmas, en la solicitud de verificación de firmas; 
todo lo contrario a la participación de las autoridades quienes no 
son partícipes en ninguna de la etapas que se desarrollan en el 
proceso o en los actos procesales, tomando conocimiento en un 
primer momento cuando la ONPE les notifica al alcalde y 
regidores con la Resolución que admite la Revocatoria y 
posteriormente en conjunto con demás Instituciones del Estado 
mediante Resolución del JNE, a pesar de ser en su conjunto una 
parte procesal importante, vulnerándose el debido proceso, pues 
ha de ser correcto una adecuada notificación desde el inicio del 
proceso. 
OBJETIVO ESPECÍFICO 1: EXPLICAR EL PROCESO PARA LA 
REVOCATORIA DE AUTORIDADES 
GUÍA DE ANÁLISIS DOCUMENTAL 
Título del Desarrollo de la Investigación: La Revocatoria de autoridades y la 




Expediente N° J-2016-01455 
Proceso de Revocatoria en el distrito de Tisco, Provincia de 




Se observa la solicitud de Revocatoria hacia el señor Alcalde 
Primitivo Sebastián Huaracha Anca, por parte del señor Pastor 
Maque Espinel, dirigida al Secretario General de la ONPE en 
conjunto con: la exposición de las Razones por las cuales se 
solicita la Revocatoria; la Carta N° 001564-2016-SGACTD- 
SG/ONPE, por la cual se verifica el cumplimiento de los 
requisitos, en consecuencia la expedición de formatos para la 
recolección de firmas adherentes; la Carta N° 000368- 
2016/GRE/SGCFATE/RENIEC con el Resultado de la 
comprobación de firmas de las listas adherentes presentadas 
para el proceso de Revocatoria de las autoridades del distrito de 
Tisco; la Constancia del Proceso de Verificación de firmas de 
listas adherentes; la Resolución N°000025-2016-SG/ONPE, por 
la cual se resuelve: Admitir la solicitud de Revocatoria, Remitir al 
JNE la resolución y sus antecedentes, Poner de conocimiento al 
promotor del contenido de la resolución y la Publicación de la 
misma en el diario Oficial; la Notificación de la Resolución N°025- 
-2016-SG/ONPE; la Resolución N°0046-2017-JNE por la cual se
Resuelve: Convocar a la Consulta Popular de Revocatoria del
Mando de Autoridades Municipales 2017 para el día domingo 11
de junio del 2017, Tener por Inscritos a los Promotores y a las
Autoridades que serán sometidas a consulta a efectos de su
reconocimiento en el proceso, Definir cinco circunscripciones
administrativas y de justicia electoral para el proceso, Establecer
que los JEE se instalen e inicien actividades desde el 01 de abril
del 2017, Precisar la normativa que es de aplicación, Restituir la
vigencia de la Resolución del JNE aplicable para actas
observadas, Establecer fecha de cierre del padrón electoral y la
remisión de información por parte de RENIEC, Disponer las
acciones pertinentes para la formulación de presupuesto 
requerido, Poner de conocimiento la Resolución a la PCM, MEF, 
MININTER, MINDEF, Comando Conjunto de las FF.AA., la 
Contraloría de la República, la Defensoría del Pueblo, el Banco 
de la Nación, el Poder Judicial, el RENIEC y de ONPE, así como 
Promotores y AUTORIDADES SOMETIDAS A CONSULTA; 
Disponer la publicación de la Resolución en el Diario Oficial. 
Conclusión 
Dentro de todos los actos procesales que se desarrollan, el 
promotor expone los motivos por los que solicita la revocatoria del 
señor alcalde, no requiriéndose la presentación de pruebas sobre 
lo expuesto; por el contrario, la autoridad no es participe en 
ninguna de la etapas que se desarrollan en el proceso ni siquiera 
en los actos procesales, tomando conocimiento en un primer 
momento cuando la ONPE le notifica con la Resolución que 
admite la Revocatoria y posteriormente en conjunto con demás 
Instituciones del Estado mediante Resolución del JNE, a pesar de 
ser una parte procesal importante, vulnerándose el debido 
proceso, pues ha de ser correcto una adecuada notificación 
desde el inicio del proceso. 


































































































































































































































































































































































































































































































































































































































































ANEXO N° 07 
PROYECTO DE MODIFICATORIA DE 
LA LEY 26300 
"Año del Bicentenario del Perú: 200 años de Independencia" 
PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY 26300, LEY DE 
LOS DERECHOS DE PARTICIPACIÓN Y CONTROL CIUDADANOS. 
FÓRMULA LEGAL 
LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 21 DE LA LEY 26300, LEY DE LOS 
DERECHOS DE PARTICIPACIÓN Y CONTROL CIUDADANOS. 
Artículo 1°. - Objeto de la ley 
La presente Ley tiene coma objeto modificar, con respecto a la procedencia de 
solicitud de revocatoria. 
Artículo 2 °. - Modificase el Artículo 21 que regula la procedencia de 
solicitud de revocatoria. 
Artículo 21.- Procedencia de solicitud de revocatoria 
Los ciudadanos tienen el derecho de revocar a las autoridades elegidas. 
La solicitud de revocatoria se refiere a una autoridad en particular, procede por 
una sola vez en el período del mandato y la consulta se realiza el segundo 
domingo de junio del tercer año del mandato para todas las autoridades, salvo el 
caso de los jueces de paz que se rige por ley específica. 
La solicitud se presenta ante la Oficina Nacional de Procesos Electorales 
(ONPE), debe estar fundamentada y no requiere ser probada. 
La Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE) resuelve las solicitudes 
presentadas en un plazo no mayor de treinta (30) días calendario. 
En el proceso de resolución de solicitud se notificará a la autoridad sujeta a 
revocatoria, adjuntando una copia de la solicitud y se le otorgará siete días de 
término para impugnar en forma documentada la solicitud. 
En ambos casos procede recurso de apelación ante el Jurado Nacional de 
Elecciones (JNE). El Jurado Nacional de Elecciones (JNE) resuelve dicho 
recurso en un plazo no mayor de quince (15) días calendario. No procede recurso 
alguno contra dicha resolución. El Jurado Nacional de Elecciones (JNE) convoca 
a consulta popular para las solicitudes que han sido admitidas. 
Las causales de vacancia o suspensión y los delitos no pueden ser invocados 
para sustentar los pedidos de revocatoria. 
La adquisición de kits electorales para promover la revocatoria se podrá efectuar 
a partir de junio del segundo año de mandato de las autoridades a que se refieren 
los incisos a) y b) del artículo 20 de la presente Ley. 
Los fundamentos deben ser hechos públicos por los promotores y por los 
organismos electorales a través de los medios de comunicación desde que se 
declara admitida la solicitud de revocatoria y hasta que se realice la consulta." 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Constitución política del Perú (1994), otorga a los ciudadanos diversos 
mecanismos para una participación ciudadana, dentro de ellos se encuentra el 
derecho de control hacia las autoridades elegidas para representar, basta con 
observar el Art. 2° inciso 17 de la mencionada norma, que dispone: “(…) Los 
ciudadanos tienen, conforme a ley, los derechos de elección, de remoción o 
revocación de autoridades, de iniciativa legislativa y de referéndum.” Y la Ley de 
los derechos de participación y control ciudadanos, en su artículo 21 establece 
la procedencia de solicitud de revocatoria, cuyo texto actual es el siguiente: 
Artículo 21.- Procedencia de solicitud de revocatoria 
Los ciudadanos tienen el derecho de revocar a las autoridades elegidas. 
La solicitud de revocatoria se refiere a una autoridad en particular, procede 
por una sola vez en el período del mandato y la consulta se realiza el segundo 
domingo de junio del tercer año del mandato para todas las autoridades, salvo el 
caso de los jueces de paz que se rige por ley específica. 
La solicitud se presenta ante la Oficina Nacional de Procesos Electorales 
(ONPE), debe estar fundamentada y no requiere ser probada. La Oficina 
Nacional de Procesos Electorales (ONPE) resuelve las solicitudes presentadas 
en un plazo no mayor de treinta (30) días calendario, en caso de ser denegada 
procede recurso de apelación ante el Jurado Nacional de Elecciones (JNE) el 
 
cual resuelve dicho recurso en un plazo no mayor de quince (15) días calendario. 
No procede recurso alguno contra dicha resolución. El Jurado Nacional de 
Elecciones (JNE) convoca a consulta popular para las solicitudes que han sido 
admitidas. 
Las causales de vacancia o suspensión y los delitos no pueden ser invocados 
para sustentar los pedidos de revocatoria. 
La adquisición de kits electorales para promover la revocatoria se podrá 
efectuar a partir de junio del segundo año de mandato de las autoridades a que 
se refieren los incisos a) y b) del artículo 20 de la presente Ley. 
Los fundamentos deben ser hechos públicos por los promotores y por los 
organismos electorales a través de los medios de comunicación desde que se 
declara admitida la solicitud de revocatoria y hasta que se realice la consulta." 
La presente iniciativa legislativa tiene como objetivo buscar la inclusión del 
derecho al debido proceso, insertando una etapa de notificación y defensa hacia 
la autoridad sujeta al proceso de revocatoria. 
La iniciativa legislativa que se propone es concordante al artículo 139, inciso 3 
de la Constitución Política del Estado, que refiere precisamente al derecho de 
debido proceso, cuyo texto es el siguiente: son principios y derechos de la 
función jurisdiccional, la observancia al debido proceso y la tutela jurisdiccional 
efectiva. 
Asimismo, a la Sentencia del Expediente N° 6648-2006-PHC/TC, en el párrafo 
cuarto (Tribunal Constitucional 2007), el mayor intérprete de la Carta Magna 
explica que el debido proceso como derecho constitucional reconoce al derecho 
de defensa como aquel que garantiza a aquel que recurre al órgano jurisdiccional 
la protección de sus derechos y obligaciones independientemente de la 
naturaleza de estos, que pueden ser civil, penal, laboral, etc., sin dejarlo en la 
desprotección. La Sentencia del Expediente N°3997-2005-PC/TC, párrafo 
octavo del Tribunal Constitucional explica que el Derecho de Defensa 
contemplado en el artículo 139 de la Constitución Política garantiza a toda 
persona sea natural o jurídica, que se encuentre en un proceso jurisdiccional o 
de cualquier materia que no caiga por motivo alguno en estado de indefensión; 
 
siendo la situación de indefensión aquella que se presenta cuando no puede el 
justiciable hacer los descargos frente a las pretensiones de la otra parte. 
En el actual artículo en observancia, sobre el proceso de revocatoria. Se vulnera 
el debido proceso, el cual enmarca al derecho de defensa y debida notificación; 
puesto que el proceso de revocatoria no permite una participación por parte de 
la autoridad sujeta a revocatoria, dejándola conocer del proceso hasta el final del 
mismo. 
El problema se suscita entonces, cuando por la falta de requisitos estrictos en la 
fundamentación, el promotor fundamenta sus solicitudes por circunstancias 
subjetivas y frente a ello, no hay contradicción alguna. Dejando en desigualdad 
de condiciones a la autoridad sujeta a revocación y al promotor de la misma. 
Es por ello que la presente iniciativa legislativa propone incluir en el proceso de 
revocatoria, una etapa de notificación al inicio del proceso y la oportunidad de 
ejercer el derecho de defensa. Todo ello en busca de una participación de la 
autoridad sujeta al proceso revocatorio y el respeto al debido proceso. 
En tanto la propuesta es viable, ya que el debido proceso esta presente en todas 
las instancias y el proceso de revocatoria no debe ser una excepción. 
ANALISIS COSTO BENEFICIO 
 
La presente iniciativa no tiene costo alguno para el Estado; sin embargo, la el 
proyecto de ley los beneficia, puesto que al existir un debido proceso la 
recurrencia a ellos disminuirá y de igual forma se evitará la realización de 
procesos que no logran el objetivo propuesto por el promotor, disminuyendo 
gastos en la realización del proceso revocatorio. 
EFECTO DE LA VIGENCIA DE LA NORMA EN NUESTRA LEGISLACIÓN 
NACIONAL 
La iniciativa legislativa modifica el artículo 21 de la Ley de los derechos de 
participación y control ciudadanos, incorporando un párrafo que permite notificar 
a la autoridad sujeta a revocatoria, adjuntando una copia de la solicitud y 
otorgándole siete días de término para impugnar en forma documentada la 
solicitud. 
VINCULACIÓN CON EL ACUERDO NACIONAL 
La presente iniciativa legislativa es concordante con el Acuerdo Nacional y la 
Política de Estado N° 28. Plena vigencia de la Constitución y de las derechos 
humanos y acceso a la justicia e independencia judicial. (...) Nos 
comprometemos adoptar políticas que garanticen el goce y la vigencia de las 
derechos fundamentales establecidos en la Constitución y en las tratados 
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